ESTUDIOS






BIENES SIN DUENO: MOSTRENCOS Y ABINTESTATOS
EN LA NUEVA LEY DE PATRIMONIO ARAGONESA
(LEY DE ARAGON 5/2011, DE 10 DE MARZO)"

MIGUEL L. LACRUZ MANTECON

SUMARIO: I. LOS BONA VACANTIA EN LA LEY DE PATRIMONIO DE ARAGON.—
Il. LA ADQUISICION DE INMUEBLES VACANTES O SIN DUENO: 1. los antecedentes
histéricos y la Ley nacional. 2. La justificacién de la atribucién-adquisicién por el Estado:
inconstitucionalidad de la norma autondmica. 3. las fundamentaciones en la nueva
regulacién nacional de 2003. 4. Las nuevas tendencias y vacilaciones del Tribunal Cons-
titucional.~ ll. LOS SUPUESTOS DE CONCENTRACION PARCELARIA: 1. Otra cuestién
de constitucionalidad relacionada: la concentracién parcelaria. 2 La regulacién nacional.
3. la regulacién aragonesa.— IV. LAS CUENTAS Y DEPOSITOS ABANDONADOS.-
V. LA SUCESION LEGAL A FAVOR DE LA COMUNIDAD AUTONOMA: 1. Antecedentes
histéricos y regulacién actual. 2. La justificacién de esta sucesién. 3. Sucesién a favor
de la Comunidad Auténoma de Aragdn. 4. Sucesién a favor del Hospital de Nuestra
Sefora de Gracia.

RESUMEN: El término latino «bona vacantia» significa literalmente los bienes vacan-
tes y es el nombre técnico de la propiedad sin duefio, que por ley antigua pasé a la
Corona, y que tradicionalmente en Espafia se denomina como «bienes mostrencos».
Los bienes vacantes se plantean, en su origen, en virtud del Real Privilegio o Regalia, y
hoy estos bienes corresponden al Estado. Esta partida incluye los activos que no tienen
duefio, porque no se conoce si existe o han sido abandonados, y la herencia de las
personas que mueren sin festar y sin parientes conocidos; también para la recogida de
los activos de sociedades disueltas y de ofros bienes variados tal como dinero o divisas
que parecen abandonadas debido a una falta de actividad en la cuenta de depésitos,
fondos o cualesquiera otras transacciones durante un plazo de tiempo muy largo en una
cuenta de efectivo. El trabajo aborda la cuestién de si no sélo el Gobierno central, sino
también las «Comunidades Auténomas» tienen derecho a esos bienes. Por lo menos los
que tienen un derecho civil propio y con claros antecedentes histéricos sobre el tema,
como en el caso de la Comunidad Auténoma de Aragén.

Palabras clave: bienes vacantes; bienes sin duefio; perdidos, extraviados y aban-
donados; abintestato; sucesién intestada del Estado.

(*) Trabajo recibido en esta RevisTA el 12 de junio de 2011 y evaluado favorablemente para
su publicacién el 12 de diciembre de 2011.
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ABSTRACT: The latin term «Bona Vacantia» literally means vacant goods and is
the legal name for ownerless property, which by ancient law passed to the crown, and
traditionally known in Spain as «ownerless». Bona Vacantia arises, in origin, by virtue of
the Royal Prerogative or Regalia, and today these goods correspond to the State. This item
includes assets that have no owner, because not known or have been abandoned, and
estates of persons who die intestate and without known kin and also for the collection of
the assets of dissolved companies and other miscellaneous bona vacantia such as money
or property which appears to be unclaimed, for instance due to a lack of activity on the
account by way of deposits, withdrawals or any other transactions for a lengthy time in
a cash account. The work deals with the question if not only the Central Government,
but also the «Autonomous Communities» are entitled fo these goods. At least those that
have a civil law itself and with clear historical background on the subject, as in the case
of the autonomous community of Aragon.

Key words: vacant goods; ownerless property; lost; mislaid; and abandoned pro-
perly; escheat; intestacy.

I. LOS BONA VACANTIA EN LA LEY DE PATRIMONIO DE ARAGON

Este breve estudio va a versar sobre unos peculiares objetos de adquisi-
cién por parte de la Administracién, o mejor dicho, de atribucién, por cuanto
le son atribuidos estos bienes a la misma sin que tenga que tomar apenas
iniciativa alguna para adquirirlos, todo lo més tendrd que identificarlos como
suyos o hacerse heredera de los mismos, o reclamarlos en el caso de que
algin poseedor le usurpe su derecho. Me estoy refiriendo, naturalmente, a los
bienes vacantes, los que no son de nadie o que no tienen duefio, ya porque
han sido abandonados, o perdidos, o su duefio ha desaparecido, ya porque
sabemos que su duefio ha muerto y que no hay ningln sucesor que continia
esta exfinta titularidad del bien o derecho.

Se trata de categorias de bienes como la de los bienes abandonados,
muebles, como las cuentas corrientes bancarias, o inmuebles; la de los bienes
muebles perdidos y su hallazgo, el tesoro oculto y los hallazgos de interés
cultural o arqueolégico. También la categoria de los bienes inmuebles sin duefio
conocido (como el inmueble no puede perderse, aqui lo que estd perdido
es el duefio). Y asimismo las herencias vacantes, por fallecer el causante sin
testamento y sin parientes o cényuge que le hereden.

En relacién a este tipo de bienes, las normas que disciplinan su atribucién
estén en textos como el Cédigo civil, o la Ley de Patrimonio de las AAPP, con
diversas soluciones como las previstas para el tesoro oculto en el Cédigo civil o
la atribucién estatal de los depésitos abandonados en la Ley de Patrimonio.
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Sin embargo, también podemos encontrar referencias a este tipo de
bienes en la nueva Ley del Patrimonio de Aragén, Ley 5/2011, de 10 de
marzo. En su Predmbulo (2.3), leemos: El Titulo Il incluye los modos y pro-
cedimientos de adquirir y transmitir los bienes y derechos del patrimonio de
Aragén. En relacién con los modos de adquisicién de bienes y derechos a
favor de la Comunidad Auténoma por atribucién de la ley, conforme a nuestro
derecho foral, se sigue manteniendo en sus mismos términos el régimen de
sucesién legal que figura en la Lley de Aragén de Sucesiones por Causa de
Muerte, con completa remisién a lo establecido en la misma, en ejercicio
de la competencia exclusiva que establece el articulo 71.2.° del Estatuto
de Autonomia, en materia de conservacién, modificacién y desarrollo del
Derecho foral. —Conforme con lo anterior, se ha recogido también en el
texto de esta ley la incorporacién al patrimonio de Aragén de las fincas que
reemplacen a las parcelas cuyo duefio no fuese conocido durante un proceso
de concentracién parcelaria.

Estamos por tanto ante procedimientos de adquirir y en concreto se trata
de adquisiciones por ley. Nos interesan los siguientes articulos.

Primero, en el Titulo Il, Adquisicién y transmisién, Capitulo I, Adquisicidn,
Seccién 19, Adquisiciones a titulo gratuito, el articulo 20.1: Adquisiciones
hereditarias. 1. La Comunidad Auténoma de Aragén podrd adquirir herencias,
que le hayan sido deferidas testamentariamente, por pacto o en virtud de ley.
Evidentemente nos interesa esta Gltima adquisicién por ley, que refiere el n° 4
del mismo articulo: La sucesién legal de la Administracién de la Comunidad
Auténoma se regird por la Lley de las Cortes de Aragén 1/1999, de 24 de
febrero, de Sucesiones por Causa de Muerte. Afiade a ello el articulo 21.1:
Corresponde al Gobierno de Aragdn, mediante decreto, aceptar o repudiar
las herencias, legados y donaciones a favor de la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma o de sus organismos publicos, salvo cuando el objeto del
legado o donacién sean bienes muebles, en cuyo caso la competencia para
su aceptacién corresponderd al titular del departamento competente por razén
de la materia.

Segundo, en cuanto a las fincas de reemplazo mencionadas en el Predm-
bulo, lo dicho en la Disposicién adicional Sexta: Fincas de desconocidos
procedentes de procesos de concentracién parcelaria. 1. Las fincas que reem-
placen a las parcelas cuyo duefo no fuese conocido durante un proceso de
concentracién parcelaria se incluirdn también en el acta de reorganizacién
de la concentracién parcelaria, haciéndose constar aquella circunstancia y
consignando, en su caso, las situaciones posesorias existentes. Tales fincas,
sin embargo, no serdn inscritas en el Registro de la Propiedad mientras no
aparezca su duefo o fuese procedente inscribirlas a nombre de la Comunidad
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Auténoma... (1). Lo relevante del asunto es que, pasados cinco afios sin averi-
guarse la titularidad de dichas parcelas, nos dice el n°® 4 de esta Disposicién
adicional sexta: Los bienes indicados en el apartado anterior se adscribirdn
al patrimonio agrario de la Comunidad Auténoma, previo el correspondiente
procedimiento, en el que se dard publicidad a la correspondiente propuesta en
el Boletin Oficial de Aragén y en el ayuntamiento en cuyo término municipal
estén ubicadas las fincas. Y afade el n° 5: El departamento competente en
materia de concentracién parcelaria queda facultado hasta que se produzca
la atribucién prevista en el apartado anterior para ceder el uso en precario al
ayuntamiento que corresponda, a la entidad local menor o a la comunidad de
regantes, el cultivo o el uso de las fincas sin duefio. Si hay una adscripcién al
patrimonio propio, o si antes de dicha atribucién pueden cederse en precario,
sin duda ello implica una autoatribucién del bien.

Hay otro tipo de inmuebles de desconocido propietario que pueden encon-
trarse en la Ley aragonesa: los sobrantes de procedimiento de deslinde del
articulo 79 (1. Los terrenos sobrantes de los deslindes de inmuebles de dominio
pUblico del patrimonio de Aragén podrdn desafectarse en la forma prevista
en el Capitulo | del Titulo IV de esta ley...). Si este deslinde es de partes de
suelo también publico, que se deslindan de fincas de dominio publico, tiene
sentido que puedan desafectarse. Pero si el deslinde es, como suele ser, para
separar lo propio de lo ajeno, entonces podemos estar ante fincas vacantes
cuya atribucién puede ser dudosa. Parece dificil que se les aplique la misma
solucién que a las fincas de reemplazo anteriores, porque se trata de un pre-
cepto especial referido a procedimientos de concentracién parcelaria, pero no
se excluye una aplicacién analégica, via analogia iuris. La alternativa serd que,
siendo fincas sin duefio conocido, pasen al dominio del Estado, conforme a la
Ley de Patrimonio de las Administraciones Piblicas de 2003, como veremos
inmediatamente.

Vamos a ocuparnos ahora de la adquisicién ex lege de inmuebles para
luego tratar de las sucesiones legales. Porque efectivamente, estas fincas de
desconocidos son, en realidad, inmuebles sin duefio, vacantes o mostrencos,

(1) Continta el precepto diciendo: ...2. El departamento competente en materia de con-
centracién parcelaria estd facultado, dentro de los cinco afios siguientes a la fecha del acta,
para reconocer el dominio de estas fincas a favor de quien lo acredite suficientemente y para
ordenar en tal caso que se protocolicen las correspondientes rectificaciones del acta de reor-
ganizacién, de las cuales el notario expedird copia a efecto de su inscripcién en el Registro
de la Propiedad con sujecién al mismo régimen del acta. -3. Transcurridos los cinco afos a
que se refiere el apartado anterior, el departamento competente en materia de concentracién
parcelaria remitird al que lo sea en materia de patrimonio agrario una relacién de los bienes
cuyo duefio no hubiese aparecido, con mencién de las situaciones posesorias que figuren en el
acta de reorganizacién...
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en su denominacién més cldsica, que tradicionalmente han sido atribuidos al
Estado y no a la Comunidad Auténoma.

Il. LA ADQUISICION DE INMUEBLES VACANTES O SIN DUENO

1. Los antecedentes histéricos y la Ley nacional

Para empezar creo necesario hacer una precisién conceptual: aunque con
los calificativos anteriores se designan inmuebles que en la actualidad no tienen
titular, es decir, duefio, no es lo mismo el terreno que nunca ha tenido duefio
que aquél cuyo duefio no se conoce, y se duda de que exista. La hipétesis
de terrenos que nunca han tenido duefio, aunque rara, es posible, asi el caso
de las tierras colindantes con los rios que ven aumentada su extensién por el
aluvién, o el caso de la isla que se forma en el rio no navegable, casos éstos
que el Cédigo civil resuelve otorgando la propiedad de estos nuevos terrenos
a los duefios de los terrenos riberefios colindantes o mds préximos (arts. 366y
373), o el caso de la isla surgida en el mar o rio navegable, que es del Estado
(art. 371). También cabria pensar en terrenos que por su nulo valor agricola
o ganadero jamds hubiesen sido apropiados: estos inmuebles son calificados
de nullius. Sin embargo, dejando aparte estos casos especiales, el supuesto
fundamental es el del bien inmueble que no tiene duefio en la actualidad,
aunque pudo tenerlo o sin duda lo tuvo en el pasado, o que se desconoce si
lo tiene o no, porque estd abandonado, este caso, que se conoce como bien
mostrenco, se resuelve mediante una atribucién del mismo al Estado. Tanto en
este caso como en el anterior se dice que el bien estd vacante, aludiendo a
la falta de titular actual.

La atribucién piblica del inmueble mostrenco, y de cualesquiera bienes o
animales sin duefio, ha sido una solucién uniforme en la Historia, en un primer
momento de atribucién directa al rey o al sefior feudal (porque el que una tierra
no tuviera «duefio» no significaba que no tuviera «sefior» (2), ya que formaba
parte del reino o del feudo, utilizdndose parecido razonamiento respecto a los
bienes muebles y semovientes), luego al Tesoro o a la Real Cédmara. Prescin-
diendo de antecedentes remotos, podemos ver que la Novisima Recopilacién
dedica el titulo XXII («De los bienes vacantes y mostrencos»), libro X, a los
bienes mostrencos, que no define. La Ley | prescribe la «aplicacién a la Real
Cémara de los bienes del difunto intestado sin herederos legitimos», y la Ley
Il dicha aplicacién «...de las cosas mostrencas cuyo duefio no pareciere en un
afiox: «Toda la cosa que fuere hallada en qualquiera manera mostrenca desam-

(2) Esto es en realidad un juego de palabras, puesto que «duefio» y «sefior» resultan sinénimos
en la época: ambas se designaban con la palabra latina dominus.
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parada, debe ser entregada & la Justicia del lugar ...y debe ser guardada un
afio; y si el duefio no paresciere, debe ser dada para nuestra Camara». 3Se
comprenden los bienes inmuebles entre los mostrencos, o mejor, se les puede
dar la aplicacién prevenida? Aunque el tenor de estos textos (especialmente
las leyes lll, IV y V) parece referido sélo a bienes muebles (en la Ley IV se
habla de que «...qualquiera que hallare alguna cosa agena, sea tenudo de lo
poner luego en mano y poder del Alcalde de la ciudad en cuyo término fuere
hallada») o semovientes (ganado mostrenco o algarino: en la Ley V para los
ganados que «...fueren hallados en campos sin pastor», se sefala la obliga-
cién de ponerlos en poder del alcalde), es en la Ley VI donde se recogen los
inmuebles. Proviene de un Decreto dado por Carlos lll en 1785 (Real Decreto
de 27 de noviembre de 1785), donde leemos que «...he resuelto que el primer
Secretario de Estado, como Superintendente general de correos y caminos, lo
sea también de los bienes mostrencos y vacantes, asi muebles como raices,
y de los abintestatos que pertenezcan @ mi Cémara...». Es decir, que ya se
califique al inmueble como bien mostrenco, ya como bien vacante, sigue la
misma suerte y aplicacién a la Real Cémara.

Pero el antecedente fundamental lo constituye la Ley de Mostrencos de
1835: «Articulo 1°. Corresponden al Estado los bienes semovientes, muebles
é inmuebles, derechos y prestaciones siguientes: Primero. Los que estuvieren
vacantes y sin duefio conocido por no poseerlos individuos ni corporacién
alguna. -Segundo. los buques que por naufragio arriben & las costas del
reino, igualmente que los cargamentos... ~Tercero. En igual forma lo que la
mar arrojare 4 las playas, sea 6 no procedente de buques que hubiesen nau-
fragado, cuando resulte no tener duefio conocido. Se exceptian de esta regla
los productos de la misma mar y los efectos que las leyes vigentes conceden
al primer ocupante, é & aquel que los encuentra. ~Cuarto. La mitad de los
tesoros ... que se hallen en terrenos pertenecientes al Estado ...».

A estos bienes se afiaden los antes denominados abintestatos, en el ar-
ticulo 2°. Y ademds la nocién de mostrenco no estd refida con la existencia de
posesion de los particulares sobre bienes de esta clase: «Articulo 3°. También
corresponden al Estado los bienes detentados 6 poseidos sin titulo legitimo, los
cuales podrdn ser reivindicados con arreglo & las leyes comunes».

El Cédigo civil de 1889 admite la ocupacién de determinados bienes en
el art. 610. Se plantea si esto deroga la Ley de 1835, con diversas opiniones
entre los civilistas espafioles. DE 10s M0z0s (3) nos dice que el disefio del
derecho de propiedad en el Cédigo olvida la existencia de bienes de especial

(3) DE tos Mozos, José Luis, El derecho de propiedad: crisis y retorno a la tradicién juridica,
EDERSA, Madrid, 1993, p. 87.
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naturaleza respecto de los cuales es una constante histérica la idea de regalia
o preeminencia del Estado en cuanto a las decisiones sobre la utilizacién de
los mismos : «En una situacién singular, intermedia entre los bienes de dominio
pUblico y los bienes patrimoniales ...se hallan aquellos bienes en los que, por
su especial importancia para la economia nacional, o para la conservacién
de las riquezas naturales, como las minas o los montes, o, por su escasez,
como el agua, son objeto de una propiedad especial ...Materias, todas ellas,
que son objeto de una regulacién especial como supervivencia de los «iura
regalia» o expresién del «dominio eminente del Estado» y donde, efectiva-
mente, confluyen el interés particular y el interés piblico o social. ...Aunque la
idea del dominio eminente del Estado también se manifiesta en la adquisicién
de los bienes inmuebles vacantes, llamados tradicionalmente mostrencos (art.
610 C.c. «a sensu contrario») y en la sucesién del Estado». Para muchos
autores, el Cédigo no supuso ningin cambio en relacién a la ley de 1835
y los bienes mostrencos o vacantes se atribuian al Estado sin posibilidad de
ocupacién salvo en los supuestos permitidos (caza y pesca, tesoro, bienes
muebles abandonados ...).

Hito fundamental lo es la Ley de Patrimonio del Estado de 1964, cuyo
articulo 19 nos dice: El Estado podrd adquirir bienes y derechos: 1° Por atri-
bucién de la Ley.— 2° A titulo oneroso, con ejercicio o no de la facultad de
expropiacién.— 3° Por herencia, legado o donacién.— 4° Por prescripcién.— 5°
Por ocupacién. La adquisicién de inmuebles va a estar fuera de este modo de
adquirir por ocupacién, que se limita a los muebles, porque se recoge una
especifica atribucién estatal de los inmuebles vacantes de forma auténoma,
adquisicién estatal de estos inmuebles nullius o mostrencos que aparece en los
articulos 21 y 22: Articulo 21. Pertenecen al Estado como bienes patrimonia-
les los inmuebles que estuvieren vacantes y sin duefio conocido. —Los bienes
a que se refiere el pdrrafo anterior se entenderdn adquiridos, desde luego,
por el Estado, y tomard posesién de los mismos en via administrativa, salvo
que se oponga un fercero con posesién superior a un afio, pues en fal caso
el Estado tendré que entablar la accién que corresponda ante la jurisdiccidn
ordinaria.

A lo que afade el articulo 22: También corresponden al Estado los bie-
nes inmuebles detentados o poseidos, sin titulo, por entidades o particulares,
pudiendo reivindicarlos con arreglo a las Leyes...

BAYONA DE PEROGORDO (4) desde el punto de vista administrativo, reitera
que «con la regulacién dada por esta Ley se zanja la polémica doctrinal exis-

(4) BAYONA DE PEROGORDO, Juan José, El Patrimonio del Estado, Instituto de Estudios Fiscales,
Madrid, 1977, p. 243.
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tente en torno a la admisibilidad de ocupacién de bienes inmuebles por los
particulares». Y luego CHINCHILLA MARIN (5), «el derecho del Estado a adquirir
todo bien mueble o inmueble vacante o de incierto duefio serd definitivamente
consagrado por la Ley de Mostrencos ...que no fue objeto de derogacién
expresa hasta la LPE, la cual vino a zanjar, con ello, definitivamente la polé-
mica que sobre su vigencia habia suscitado la entrada en vigor del Cédigo
civil». No cabe, en realidad nunca cupo, ocupacién de los inmuebles por los
particulares.

La Ley de 1964 es sucedida por la La Ley del Patrimonio de las Admi-
nistraciones Piblicas (en adelante LPAP), Ley 33/2003, de 3 noviembre, que
regula las adquisiciones de bienes en el Titulo |, Adquisicién de bienes y
derechos, Capitulo dnico, refiriendo su articulo 15 los «Modos de adquirirs de
la siguiente manera: Las Administraciones piblicas podrén adquirir bienes y
derechos por cualquiera de los modos previstos en el ordenamiento juridico y,
en particular, por los siguientes: a) Por atribucién de la Ley. b) A titulo oneroso,
con ejercicio o no de la potestad de expropiacién. c) Por herencia, legado o
donacién. d) Por prescripcién. e) Por ocupacién.

En relacién a los Inmuebles vacantes, el articulo 17 LPAP dice: 1. Perte-
necen a la Administracién General del Estado los inmuebles que carecieren
de duefio. -2. La adquisicién de estos bienes se producird por ministerio de
la Ley, sin necesidad de que medie acto o declaracién alguna por parte de
la Administracién General del Estado. No obstante, de esta atribucién no
se derivardn obligaciones tributarias o responsabilidades para la Adminis-
tracién General del Estado por razén de la propiedad de estos bienes, en
tanto no se produzca la efectiva incorporacién de los mismos al patrimonio

de aquélla... (6).

Este articulo 17, junto al 18, que se ocupa de los saldos y depédsitos
abandonados y su atribucién a la Administracién, refieren las dos adquisicio-
nes que tienen lugar «por atribucidn de la Ley». La expresién «carecieren de
duefio» del articulo 17 ya sabemos que debe interpretarse en el sentido de
que no tengan actualmente duefio, aunque lo tuvieran con anterioridad. Los
articulos subsiguientes se ocupan de los otros modos de adquirir, regulando
las adquisiciones a titulo oneroso (articulo 19), las adquisiciones hereditarias y

(5) CHINCHILLA MARIN, Carmen, Bienes patrimoniales del Estado (Concepto y formas de adqui-
sicién por atribucién de ley), Marcial Pons, 2001, p. 180.

(6) Sigue el precepto: ...a través de los trémites prevenidos en el pérrafo d) del articulo 47 de
esta Ley. 3. La Administracién General del Estado podrd tomar posesién de los bienes asi adquiridos
en via administrativa, siempre que no estuvieren siendo poseidos por nadie a titulo de duefio, y sin
perjuicio de los derechos de tercero. —4. Si existiese un poseedor en concepto de duefio, la Admin-
istracién General del Estado habrd de entablar la accién que corresponda.
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a titulo gratuito (arts. 20 y 21), la prescripcién adquisitiva [articulo 22 (7)], la
ocupacién (art. 23), y las adquisiciones derivadas del ejercicio de la potestad
expropiatoria y en procedimientos judiciales (ejecutivos u ofros) o administra-
tivos (arts. 24 y siguientes).

2. La justificacion de la atribucién-adquisicién por el Estado:
inconstitucionalidad de la norma autonémica

El interés de este supuesto adquisitivo (y del examen de sus antecedentes
histéricos) estd en que ha sido y es reclamado en la actualidad por las Admi-
nistraciones autonémicas que se postulan como beneficiarias de la adquisicién.
Los argumentos que esgrimen, a partir de ahora, van en la linea de justificar
una atribucién autonédmica de estos bienes, y esto desde el principio, asi la CA
de Catalufia, en su Ley del Patrimonio de 1981, articulo 11, a cuyo tenor: La
Generalidad puede reivindicar, de acuerdo con las leyes, los bienes inmuebles
retenidos o disfrutados sin titulo vdlido por entidades o por particulares. En este
supuesto corresponderd a la Generalidad la prueba de su derecho y los deten-
tadores o poseedores no podrdn ser inquietados en la posesién hasta que sean
vencidos en juicio por sentencia firme. Como sefialaba MOREU BALLONGA (8),
este intento no tuvo éxito por la actuacién del Tribunal Constitucional en la:
«...sentencia 58/1982 del Tribunal Constitucional de 27 de julio, Ponente
Excmo. Sr. Francisco RuBiO LLORENTE, que declaré inconstitucional el articulo
11 de la Ley catalana 11/1981, de 7 de diciembre (9) (precepto equivalente

(7)  Modo de adquirir que, segin DOMINGUEZ LUELMO, tendrd lugar tras una toma de posesién
incluso existiendo propietario del inmueble: «Puede suceder que ese momento no sea conocido
exactamente (v.gr. se considera que ya no es posible que el propietario pueda presentarse y probar
su dominio); pero si en la realidad el inmueble no carece de duefio, porque existe un propietario
que puede probar su derecho, el Estado podria llegar a adquirir la propiedad por usucapién una
vez que hubiera tomado posesién del inmueble. El art. 15.d) de la Ley del Patrimonio de las Admin-
istraciones Piblicas se refiere a este modo de adquirir por parte de las Administraciones Pdblicas.
A ello se afiade en el art. 22, bajo la robrica de Prescripcién adquisitiva que las Administraciones
publicas podrdn adquirir bienes por prescripcién con arreglo a lo establecido en el Cédigo Civil y
en las leyes especiales». Andrés DOMINGUEZ LUELMO, «La adquisicién de inmuebles vacantes por el
Estado en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del patrimonio de las Administraciones piblicas»,
El consultor inmobiliario, n° 63, dic. 2005, p. 10.

(8) MOREU BALLONGA, «Sentencia de 21 de marzo de 2000», Cuadernos Civitas de Jurispru-
dencia Civil, n° 54, 2000, p. 1061.

(9) El precepto controvertido era el citado articulo 11, que guarda un evidente paralelismo con
el articulo 22 de la Ley del Patrimonio del Estado (texto articulado aprobado por Decreto 1.022/1964,
de 5 de abril). Sin embargo, llama la atencién el que la Ley del Patrimonio de la Generalidad no
haya recogido también otro precepto equivalente al articulo 21 de la Ley del Patrimonio del Estado
(a tenor de cuyo pérrafo primero: Pertenecen al Estado como bienes patrimoniales los inmuebles
que estuviesen vacantes y sin duefio conocido. Y no menos extrafieza causa la discordancia que en
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al art. 22 de la Ley del Patrimonio del Estado, que se refiere a los inmuebles
poseidos sin titulo, pero aquél para atribuirlos a la Generalidad de Catalufia),
entendiendo que no podia fundamentarse dicho precepto en el articulo 43.2.°
del Estatuto de Autonomia de Catalufia, que reconoce competencia legislativa
al Parlamento cataldn sobre el Patrimonio de la Generalidad».

El Tribunal Constitucional argumenté que el derecho a los mostrencos es
una derivacién de la vieja regalia, que con la Ley de Mostrencos habia pasado
al Estado. y que «por ello, en cuanto que la titularidad de la soberania corres-
ponde al Estado en su conjunto y no a ninguna de sus instituciones en concreto,
sélo el érgano que puede decidir en nombre de todo el Estado y no de una
de sus partes puede modificar la actual atribucién de los bienes vacantes», y
RobriGUEZ CARBAJO (10) concreta esta fundamentacién diciendo: «Como se ha
expuesto, el Tribunal Constitucional afirma que ni el articulo 132, apartado
3.°, de la Constitucién, ni el articulo 17.e) de la LOFCA, son un obstdculo para
afirmar la competencia de las Comunidades Auténomas para legislar sobre su
propio patrimonio en los términos resultantes de los respectivos Estatutos de
Autonomia. Ahora bien, si en principio las Comunidades Auténomas tienen
competencia para legislar sobre su propio patrimonio, la misma tiene unos
limites, de los cuales interesa destacar como més importante a nuestros efectos
la afirmacién del Tribunal Constitucional de que las Comunidades Auténomas
al establecer la dicotomia entre bienes demaniales y patrimoniales y en otros
extremos, deberdn respetar la legislacién civil, que es competencia exclusiva
del Estado (art. 149.1.8° de la Constitucién)». Aqui se estd cambiando la
fundamentacién de la extralimitacién autonémica, que no estd en el dmbito
administrativo-patrimonial, sino en los limites en materia de Derecho civil, y
ello sin la necesaria salvedad en favor de las Comunidades Auténomas que
tengan derecho foral, opinando el autor que el establecimiento de la mencio-
nada dicotomia bienes demaniales-patrimoniales no es materia que pueda ser
regulada por las Comunidades Auténomas con derecho foral al amparo de
la conservacién, modificacién y desarrollo de que habla el articulo 149.1.8°
de la Constitucién —en realidad, lo que se regula es un peculiar modo de
adquirir, no una calificacién de determinados bienes piblicos—. Para el autor
el Tribunal Constitucional no acepta la tesis foralista conforme a la cual los

las interpretaciones de este articulo 11 de la Ley del Patrimonio de la Generalidad existié entre los
representantes del Consejo Ejecutivo de la Generalidad y del Parlamento cataldn; asi, mientras para
este Oltimo la norma era puramente procedimental y no atribuia derecho alguno, en cambio para
la representacién del Consejo Ejecutivo de la Generalidad tal precepto implicaba la atribucién a la
Generalidad de los mostrencos en su ferritorio. Quizd se estuviera pensando en una via indirecta
para la atribucién en contra de lo dictado por la Ley estatal.

(10) RoDRIGUEZ CARBAIO, José Ramén , «La competencia de las Comunidades auténomas para
legislar sobre su patrimonio», Anuario de Derecho Civil, 1985. pp. 179 a 184.
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érganos legislativos de las Comunidades Auténomas con derecho foral pue-
den legislar sobre cualquier materia civil que no sea una de las expresamente
exceptuadas por el articulo 149.1.8° de la Constitucién.

Sin embargo la decisién se toma en base a argumentos histérico-politicos,
siendo el Unico concepto relevante el de determinar la sede del poder politico,
(primero el rey —regalia— y luego el Estado —soberania—) como vector que
recibe histéricamente la propiedad de los mostrencos y por tanto puede decidir
la atribucién de los mismos. La argumentacién de refuerzo de los limites al
desarrollo autonémico en materia civil no aparece ni estd del todo consolidada
por la imprecisién de los argumentos que se mueven a caballo entre el dmbito
civil y el administrativo. La argumentacién histérico-politica resulta chocante
por cuando la discusién en cuanto a la existencia o no de competencia en
una Autonomia se entabla siempre sobre argumentos de cardcter constitucional-
positivo, decidiendo si cabe o no en las materias, o con lo limites, o bajo
las condiciones, que la propia Constitucién y la jurisprudencia constitucional
determinen (y asi ocurre en cuanto a los demds preceptos recurridos, en los
que se argumenta con la LOFCA o la Constitucién).

Por todo ello concluye RopriGUEZ CARBAJO (11) que «...el Tribunal Cons-
titucional no ha utilizado el posible razonamiento de considerar la atribucién
al Estado de los inmuebles vacantes como un modo de adquirir regulado por
el Derecho Civil y que, por tanto, podria considerarse que forma parte de la
legislacién civil que es competencia «exclusiva» del Estado. Ello supone que el
Tribunal Constitucional ha aceptado implicitamente que «ocupacién» y «adqui-
sicién por el Estado de los inmuebles vacantes» son dos modos distintos de
adquirir la propiedad, el primero recogido en el parrafo primero del arficulo
609 del Cédigo Civil y el segundo realizado al amparo del mismo articulo 609
cuando establece que «la propiedad y los demds derechos sobre los bienes
se adquieren y transmiten por la ley ...». Esta distincién entre ambos modos
de adquirir estd ademds recogida en la citada Ley del Patrimonio del Estado
(arts. 19, 1.0y 5°, 21 y 22 y 26)». De acuerdo con esto, del fallo del Tribunal
Constitucional se desprende que la adquisicién por el Estado de los inmuebles
vacantes es el modo de adquirir «por Ley» y vinculado al concepto de soberania
cuya titularidad corresponde al Estado, y que, por tanto, tal modo de adquirir
la propiedad se diferencia de la ocupacién y se sitia en una érbita distinta al
concepto de «legislacién civil» del articulo 149.1.8° de la Constitucién. Esto
es como decir que no se incluye dicha norma en la competencia legislacién
civil, por lo que no es susceptible de atribucién autondmica (pero sin que este
razonamiento exprese en qué «drbita» nos encontramos). Estamos ante una

(11) Robricuez CARBAJIO, op. cit., pp. 179 a 184.
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interpretacién de las intenciones de los magistrados, sin embargo su interés se
manifiestard en posteriores sentencias, como veremos.

En segundo lugar y, como se ha expuesto, el Tribunal Constitucional
admite que «los bienes vacantes podrian, en principio, ser admitidos a Entes
distintos de la Administracién Central, pero sélo el érgano que puede decidir
en nombre de todo el Estado y no de una de sus partes puede modificar la
actual atribucién». Como esto no se ha efectuado por el érgano decisorio
(entiendo que el Parlamento), no cabe decisién legislativa autonémica. En
este sentido, ha opinado el citado autor, como estamos ante una decisién de
mera conveniencia, nada obstaria a que en nuestro Derecho se llegase a una
situacién similar a la del Derecho alemén, en el cual y segin el pardgrafo 928
del BGB: «el derecho a la apropiacién de la finca abandonada corresponde
al Fisco del Estado federado en cuyo territorio estd situada la finca».

3. Las fundamentaciones en la nueva regulacién nacional de
2003

El siguiente momento en esta pugna lo vemos en la tramitacién de la
LPAP de 2003, en la que, como sefiala DOMINGUEZ LUELMO (12), se intentaron
diversas enmiendas que cambiasen la atribucién de los mostrencos: «Por lo
que se refiere a estas enmiendas, coincide el texto propuesto en el Congreso
de los Diputados por las enmiendas nim. 7 del Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV), y nim. 145 del Grupo Parlamentario Cataldn (Convergéncia i Unid).
En ambos casos la redaccién propuesta, no afectaba al régimen de adquisicién
de los inmuebles vacantes, sino que se limitaba a sustituir las referencias a la
Administracién del Estado por la de la Comunidad Auténoma correspondiente».
Como se ve, en la linea autonédmica actual y con una aplicacién territorial del
propio Derecho. Sigue contando el autor cémo en la justificacién de cada una
de estas enmiendas se utilizaban argumentos bien conocidos, asi en el caso del
Grupo Parlamentario Vasco se dice lo siguiente: «Conforme a la jurisprudencia
constitucional (Sentencia del Tribunal Constitucional 58/1982, de 27 de julio,
«los bienes vacantes podrian en principio ser atribuidos a entes distintos de la
Administracién Central, pero sélo el érgano que puede decidir en nombre de
todo el Estado y no una de sus partes puede modificar la actual distribuciéns.
Con la enmienda que se propone la atribucién de estos bienes se hace, por
Ley del Estado, a favor de las Comunidades Auténomas. En coherencia con
ello es necesario sustituir en los apartados 2 y 3 del citado articulo, el término

(12) DomiNGUEZ LuEMO, Andrés, «La adquisicién de inmuebles vacantes por el Estado en la
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del patrimonio de las Administraciones publicas», El consultor
inmobiliario, n® 63, dic. 2005, p. 19.
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«Administracién General del Estado» por el de «Administracién adquirente».
En suma, se pide que el érgano soberano nacional atribuya los mostrencos a
la Administracién autonémica.

Parecida era la motivacién de la enmienda del Grupo Parlamentario
Catalén, que afiadia no obstante el argumento de la Sentencia del Tribunal
Constitucional 150/1998, de 2 de julio, en relacién a la Ley de Concentra-
cién Parcelaria de Castilla y Ledn de 1990, que luego veremos, y que permite
atribuir bienes a entes distintos de la Administracién Central. En el Senado se
vuelve a los mismos planteamientos con la originalidad del Grupo Parlamen-
tario de Senadores Nacionalistas Vascos que ofrece para sus enmiendas una
justificacién diferente: «Se propone de conformidad con la jurisprudencia, que
mediante esta Ley estatal la atribucién de los bienes vacantes se efectie en
favor de las Comunidades Auténomas, ya que estas instituciones no existian
cuando se aprobaron las Leyes de Patrimonio del Estado de 1962 y 1964, y
que ahora se derogan».

«Para el caso de que no prosperara —como no lo hizo— este enfoque»,
nos sigue diciendo DomiNGUEZ LUELMO (13), «el Grupo Parlamentario Cataldn
(Convergéncia i Uni¢) planteé otra posibilidad (segin se decia, «en coheren-
cia con los principios relativos a los bienes enumerados en los arts. 6 y 8 del
Proyecto de Ley»), a través de las enmiendas ndm. 146 en el Congreso de los
Diputados, y nim. 153 en el Senado, ambas de sentido idéntico. Se trataba
de afadir al art. 17 un nuevo apartado 5 con el siguiente contenido: «5. Una
vez la Administracién General del Estado haya tomado posesién de los mis-
mos, en el plazo de un afio deberdn destinarse a un uso general, al servicio
publico al cumplimiento de otros fines o funciones pdblicas. Transcurrido el
mencionado plazo sin que se hayan destinado dichos bienes a dichas finalida-
des, previa solicitud de las Comunidades Auténomas en cuyo dmbito territorial
se encuentren los bienes, la Administracién General del Estado deberd ceder
gratuitamente la propiedad de los mismos a las Comunidades Auténomas, en
los términos y condiciones que prevé la Seccién Quinta del Capitulo y del
Titulo y de esta ley, si bien, en estos casos, el derecho de reversién nicamente
se ejercitard en los supuestos de que los bienes cedidos no se destinen a un
uso general, al servicio publico o al cumplimiento de otros fines o funciones
publicas, derecho de reversién que comportard que el cesionario pueda ser
indemnizado por los gastos e inversiones que haya realizado para cumplir
con el destino de los bienes cedidos».

Estas propuestas fueron todas rechazadas, quedando el texto legal y
la atribucién de los bienes a la Administracién General tal y como se ha
(13) DoMmiNGUEZ LUEMO, «Lla adquisicién de inmuebles ...», p. 19.
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examinado. La cesién gratuita de que se habla aparece regulada en la Ley
del Patrimonio de las Administraciones Piblicas en los arts. 145 a 151,
pero mds bien como una posibilidad residual y condicionada sefalando el
art. 145.1 que «los bienes y derechos patrimoniales de la Administracién
General del Estado cuya afectacién o explotacién no se juzgue previsible
podrén ser cedidos gratuitamente, para la realizacién de fines de utilidad
publica o interés social de su competencia, a comunidades auténomas, enti-
dades locales, fundaciones publicas o asociaciones declaradas de utilidad
publica». No obstante, esta cesién serd gratuita, pero se dice que no es
propiamente una donacién: es obligatoria para la Administracién General
del Estado déndose las circunstancias de inactividad sefialadas, claro que sin
sefalarse un plazo, lo que en realidad le da un carécter graciable al asunto.
CHINCHILLA MARIN (14) advierte que nunca se considerd que la atribucién de
estos bienes a las Comunidades Auténomas fuese una exigencia derivada de
la distribucién constitucional de las competencias, sino que la jurisprudencia
«permitia» atribuirlos a las Comunidades Auténomas, que se trataba de una
posibilidad, derivada de la anteriormente examinada STC de 1982 que habia
dispuesto que los bienes vacantes podrian atribuirse a entes distintos de la
Administracién General del Estado. Naturalmente, razona la autora, «...tan
Estado es, a estos efectos, la Administracién General del Estado, como la de
las Comunidades Auténomas y las Entidades locales». No hay por tanto una
obligacién constitucional-competencial de atribucién de los bienes inmuebles
vacantes a las Comunidades auténomas donde se encuentren. Pero, parale-
lamente, tampoco existe un mandato constitucional de atribucién de dichos
bienes a instancias estatales. Estamos por tanto, opina la autora, ante una
opcién, y «...siendo ello asi, en mi opinién, resulta més acorde con la actual
organizacién ferritorial del Estado que los bienes vacantes se integren en el
patrimonio de las Administraciones més cercanas a los ciudadanos para que
esos bienes, situados en sus respectivos territorios, sirvan a los intereses de
sus respectivas comunidades». Se vuelve por tanto a la idea de que la regla
atributiva es de mera conveniencia, constitucionalmente indiferente.

En contra de esta «indiferencia constitucional», el Dictamen del Consejo
de Estado en la elaboracién de la Ley de 2003, de 3 de abril de 2003 (15),
punto lll, que dejéndose de conveniencias pasa inmediatamente a exponer la
cuestién en términos competenciales. Se explica que la referencia al 149.1.8¢
CE es interpretada como atributiva de la legislacién civil al Estado, sin per-
juicio de la conservacién, modificacién y desarrollo por las Comunidades

(14) CHINCHILA MARIN, Carmen, «Adquisicién de bienes y derechos», en Comentarios a la
Ley 33/2003 del Patrimonio de las AAPP, coord. C. Chinchilla, Thomson — Civitas, Madrid, 2004,
p. 159.

(15) JUR\2003\277942.
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Auténomas de los derechos civiles, forales o especiales, alli donde existan,
claro, pero sin que esto determine que la atribucién inicial de la competencia
estatal civil impida la posibilidad de calificar los preceptos de la ley sobre
Patrimonio como bdsicos, no bdsicos y directamente aplicables, decidiendo
que «...a juicio de este Consejo de Estado, y sin perjuicio de las observaciones
que a continuacién se realizarén a la redaccién de la disposicién final tercera
del anteproyecto, éste realiza una correcta aplicacién e interpretacién de la
jurisprudencia del Tribunal Constitucional en la delimitacién de las materias a
las que debe darse cardcter de legislacién bdsica ...Asi, se ha entendido que
son competencia exclusiva del Estado, ex articulo 149.1.8° de la Constitucién,
por formar parte de la «legislacién civil», la determinacién de la titularidad
de los bienes mostrencos».

Sin embargo, y como sefiala DOMINGUEZ LUELMO (16), estas justificaciones
cambian mds adelante: «Sorprendentemente, el planteamiento cambia en el
Proyecto de Ley, y se consagra en la definitiva aprobacién de la Ley. Los dife-
rentes titulos competenciales que se utilizan en la Ley del Patrimonio de las
Administraciones Piblicas vienen recogidos en su Disposicién final segunda.
Merece la pena destacar lo que se establece en el nim. 2 de la misma: «las
siguientes disposiciones de esta ley se dictan al amparo del art. 149.1.8° de
la Constitucién, y son de aplicacién general, sin perjuicio de lo dispuesto en
los derechos civiles forales o especiales, alli donde existan: {...) art. 15; art.
17; art. 18; art. 20, apartados 2 y 3; art. 22; art. 23 {...)» (17). En realidad,
esta parte de la Disposicién final segunda sobra o, como mucho, sélo sirve
para advertir de que el contenido de los mencionados preceptos de la Ley
del Patrimonio de las Administraciones Publicas es «legislacién civil», y que
por tanto es aplicable lo dispuesto, en el art. 149.1.8° de la Constitucién.
Se trata, como vemos, de un argumento competencial ratione materiae, y no
fundado en el cardcter basico de la legislacién.

Sefala este autor que son muchas las leyes estatales que incluyen dentro
de sus Disposiciones finales una mencién relativa al titulo competencial, y que
al decir que la Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el art. 149.1.8° de la

(16) Andrés DOMINGUEZ LUEMO, «La adquisicién de inmuebles vacantes por el Estado en la
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del patrimonio de las Administraciones publicas», El consultor
inmobiliario, n® 63, dic. 2005, pp. 28-29.

(17)  En concreto: Disposicién final segunda. Titulos competenciales. 1. Las siguientes disposi-
ciones de esta Ley se dictan al amparo del articulo 149.1.6° de la Constitucién, y son de aplicacién
general el articulo 43 y articulo 110, apartado 3. -2. las siguientes disposiciones de esta Ley se
dictan al amparo del articulo 149.1.8° de la Constitucién, y son de aplicacién general, sin perjuicio
de lo dispuesto en los derechos civiles forales o especiales, alli donde existan: articulo 4; articulo
5, apartados 1, 2 y 4; articulo 7, apartado 1; articulo 15; articulo 17; articulo 18; articulo 20,
apartados 2 y 3; articulo 22; articulo 23; articulo 30, apartados 1y 2...
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Constitucién lo dnico que se hace es reconocer simplemente que el Estado tiene
competencia para legislar en materia civil, sin perjuicio de las competencias
de las Comunidades Auténomas para conservar, modificar y desarrollar su
Derecho civil; es decir que tienen competencia para legislar en materia civil,
tanto el Estado como las Comunidades Auténomas con Derecho civil propio,
con lo que no hemos resuelto nada (pues ya hemos asumido que precisamente
de Comunidades forales estdbamos hablando). Termina por ello DoMINGUEZ
Luetmo (18) diciendo: «Pero ello, dicho por una Ley estatal, produce el mismo
efecto que el que lo dijera una Ley autonémica: ningin efecto. Al no estar ante
una de las materias civiles que en todo caso corresponde al Estado, realmente
el contenido de la Disposicién final segunda de la Ley del Patrimonio de las
Administraciones Piblicas excede del émbito de potestades que competen al
legislador ordinario (es indiferente que éste sea estatal u autonémico), pues
la distribucién competencial entre el Estado y las Comunidades Auténomas
depende sélo de la Constitucién y de los respectivos Estatutos de Autonomia,
y en ningln caso puede venir condicionado por una ley». Aqui el autor no se
sabe muy bien qué quiere afirmar, cuando lo previsto en la Disposicién final
2° de la LPAP es bastante claro: no basta quedarse en la primera afirmacién
competencial del precepto de la aplicacién general sin pasar a resaltar la frase
sin perjuicio de lo dispuesto en los derechos civiles forales o especiales, alli
donde existan, que es la que nos da el exacto esquema de la cuestién: hay
Comunidades auténomas que pueden asumir competencia en la materia, las
forales, y otras no, y la competencia de la que estamos hablando, al referirla
expresamente al art. 149.1.8° CE, es la «legislacién civil», y no otra, y el
dmbito en que estas comunidades pueden desarrollar esta competencia es, por
la expresa inclusién en esta Disposicién del art. 17 LPAP (y del 18) el de los
mostrencos y depésitos abandonados.

Por tanto no existe una correcta justificacién para la atribucién compe-
tencial exclusiva a la Administracién central (aunque tampoco a favor de las
CCAA), al haberse abandonado la justificacién histérico-politica de la STC de
1982 (19). Cabe afiadir otra argumentacién, utilizada por el Abogado del
Estado en la STC 58/1982, que podria haberse tomado como fundamentadora
de lo sefialado en el actual art. 17 LPAP, que es la de que la atribucién de
bienes sin duefio pertenece a la esfera del Derecho Administrativo, afectando
a la competencia que al Estado le atribuye el art. 149.1.14%y 18° de la Cons-

(18) DoOMINGUEZ LUELMO, «La adquisicién de inmuebles vacantes ...», pp. 28-29.

(19) Niega ademds DOMINGUEZ LUELMO que pudiera entenderse que este art. 17 de la Ley del
Patrimonio de las Administraciones Piblicas tuviese el valor de Derecho supletorio, esto en base a la
sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, y el hecho de que la competencia
legislativa civil sélo esté en algunas Comunidades, no en todas: la supletoriedad exige que exista
competencia que suplir, y este no es el caso para todas las Comunidades.
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titucién, conceptos «Hacienda general y Deuda del Estado» y «Las bases del
régimen juridico de las Administraciones Pblicas». Realmente esta argumenta-
cién es técnicamente superior, y mds convincente que el recurso a la legislacién
histérica y a la soberania que hace la citada sentencia. Engarza ademds
con la atribucién de los mostrencos en una Ley de naturaleza administrativa,
y es coherente con el tratamiento histérico de la cuestion. El que no sirve al
Estado es el argumento competencial en base al 149.1.8% como acabamos
de ver, pues ello implica precisamente el permitir regular a las Comunidades
auténomas «forales» sobre esta materia, no el impedirselo: es un argumento
para las Comunidades forales, no para el Estado.

4. Las nuevas tendencias y vacilaciones del Tribunal Constitucio-
nal

Las actuales lineas de desarrollo de los Derechos autonémicos se descri-
ben por una potenciacién de la normativa propia, y la asuncién de todos los
dmbitos posibles que la Constitucién permite. La adquisicién ex lege de los
bienes mostrencos se halla en esta linea de desarrollo, lo que pasamos a ver
en el caso de Navarra.

Efectivamente, en esta Comunidad Auténoma se dicta la Ley Foral de
Patrimonio de Navarra, Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, cuyo articulo 15,
bajo el titulillo «Inmuebles vacantes», dice: Pertenecen a la Comunidad Foral
de Navarra, por ministerio de esta Ley Foral, los inmuebles situados en su ferri-
torio que carecieren de duefio. -No obstante, no se derivardn obligaciones o
responsabilidades para la Administracién de la Comunidad Foral de Navarra
por razén de la propiedad, en tanto no se produzca la incorporacién de los
mismos a su Patrimonio previa instruccién de un expediente que se tramitard
conforme a lo dispuesto en el articulo 55 de la presente Ley Foral. Como vemos,
una adquisicién ex lege de los inmuebles mostrencos. A lo que se afiade en
cuanto a los saldos y depésitos abandonados en el articulo 16: 1.Pertenecen a
la Comunidad Foral de Navarra, por ministerio de esta Ley Foral, los valores,
dinero y demds bienes muebles depositados en la Caja General de Depésitos
y en entidades de crédito, sociedades o agencias de valores o cualesquiera
otras entidades financieras sitas en Navarra, asi como los saldos de cuentas
corrientes, libretas de ahorro u ofros instrumentos similares abiertos en estos
establecimientos que se encuentren abandonados, previa instruccién de un
expediente que se tramitaré conforme a lo previsto en el articulo 55. A estos
efectos, se presumird que estdn abandonados cuando respecto de los mismos
no se haya practicado gestién alguna por los interesados que implique el
ejercicio de su derecho de propiedad en el plazo de veinte afos. 2. las
entidades depositarias estdn obligadas a comunicar al Departamento compe-
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tente en materia de patrimonio la existencia de tales depésitos y saldos en la
forma que se determine... Como vemos, la exacta equivalencia autonémica
a los articulos 17 y 18 LPAP. La Exposicién de motivos califica estas normas
como mera «novedad»: «Se incluyen novedades en cuanto a la adquisicién por
ministerio de la propia Ley Foral como es el caso de los inmuebles vacantes
y los saldos y depésitos abandonados o la adquisicién a titulo gratuito por
cesién administrativa que se incorpora para facilitar el intercambio de bienes y
derechos de dominio publico entre las Administraciones Piblicas, regulédndose
con mayor detalle los érganos competentes para adquirir y los procedimientos
a que deben ajustarse en su actuaciéns.

Se podréd discutir la legitimidad de este intento, pero no la inconstitucio-
nalidad del mismo a la vista de la jurisprudencia constitucional hasta ahora
examinada, por lo que mediante escrito presentado en el Registro del Tribunal
Constitucional el dia 22 de enero de 2008, el Abogado del Estado, en nombre
del Presidente del Gobierno, interpuso recurso de inconstitucionalidad contra
los arts. 15y 16 de esta Ley foral del Patrimonio de Navarra.

Sin embargo, por ahora la respuesta del Tribunal se ha limitado a la del
Auto de 12 junio de 2008 (20), en el que se acuerda el levantamiento de la sus-
pensién de la vigencia y aplicacién de dichos preceptos por considerar que los
perjuicios que se seguirian de la posterior declaracién de inconstitucionalidad
serfan irrelevantes: «... En efecto, para el caso de que tales bienes permanezcan
integrados en el Patrimonio de la Comunidad Foral de Navarra, habiendo sido
incorporados al mismo de acuerdo con las previsiones de la citada Ley foral
14/2007, ningdn impedimento habria para que su titularidad, junto con los
frutos y rentas que los mismos hubieran podido generar, se atribuyan, llegado
el caso, al Estado, pues la dicha atribucién seria una l6gica consecuencia de
la declaracién de inconstitucionalidad del precepto impugnado... Igualmente,
para el caso de que dichos bienes hubieran sido enajenados a terceros con
el fin de procurar ingresos a la Hacienda foral, tampoco han de producirse
perjuicios derivados de la entrada del bien asi enajenado en el tréfico juridico
privado. En ese supuesto, lo reintegrable podrd ser el fruto obtenido por la
Comunidad Foral como resultado de dicha enajenacién y, en cualquier caso,
la pendencia del proceso deberd ser puesta en conocimiento de los potenciales
adquirentes por la propia Comunidad Foral».

Todo ello si se produce una decisién de inconstitucionalidad, lo que a
la vista de la actual situacién politica puede no producirse. Especialmente
significativa lo ha sido la reciente STC de 28 de junio de 2010, del Estatuto
de Autonomia de Catalufia. Si el argumento que se discute es el de que la

(20) AUTO ném. 157/2008 RTC 2008\157.
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atribucién de estos bienes vacantes al Estado es una mera decisién legislativa,
y por ello en Gltimo término politica, o incluso si se parte del argumento de
que se trata de un residuo ligado a la idea de soberania, facil es que cambie.
Especialmente tras el asentamiento y reafirmacién estatutaria de la exclusiva
sobre la legislacién civil por parte de la Comunidad Auténoma catalana que,
como acabamos de ver, deja a salvo la esperada Sentencia de 28 de junio de
2010, ello unido a la idea de que los bienes abandonados son materia civil,
y por ello asumida por las Comunidades forales. Y esto pese a la predicada
vinculacién del legislativo autonémico —de todas las Administraciones— a la
doctrina constitucional predicada por el art. 164.1° CE de vinculacién a las
decisiones de este Tribunal por parte de todos los poderes, incluso del legisla-

tivo, que ya se ha visto qué efecto han tenido en relacién a esta Ley foral de
Patrimonio de Navarra de 2007.

lil. LOS SUPUESTOS DE CONCENTRACION PARCELARIA

1. Otra cuestiéon de constitucionalidad relacionada: la concentra-
cién parcelaria

Otro hito en este «pulso competencial» lo constituyé el recurso de incons-
titucionalidad nim. 572/1991, promovido por el Presidente del Gobierno
contra determinados preceptos de la Ley de la Comunidad Auténoma de Cas-
tilla y Leén 14/1990, de 28 de noviembre, de Concentracién Parcelaria, que
termina con la Sentencia del Tribunal Constitucional ndm. 150/1998 de 2
julio (21). Se discutia la constitucionalidad, en la cuestién que nos ocupa, del
art. 66.1, 3y 4, y del art. 100 b) de dicha Ley: «Art. 66. 1. Las fincas que
reemplacen a las parcelas cuyo duefo no fuese conocido durante el periodo
normal de investigacién, se incluirdn también en el Acta de Reorganizacién,
haciéndose constar aquella circunstancia y consignando, en su caso, las situa-
ciones posesorias existentes... 3. Transcurridos los cinco afios a que se refiere
el pdrrafo anterior, la Direccién General remitiré a la Consejeria de Economia
y Hacienda, a los efectos determinados en la legislacién sobre Patrimonio
de la Comunidad Auténoma, relacién de los bienes cuyo duefio no hubiere
aparecido con mencién de las situaciones posesorias que figuren en el Acta
de Reorganizacién. 4. La Direccién General queda facultada para ceder en
precario al Ayuntamiento que corresponda el cultivo de las fincas sin duefio
conocido que nadie posea. La Consejeria de Economia y Hacienda destinard
las citadas fincas al Fondo de Tierras o a la realizacién en ellas de obras de
restauracién del medio natural». Y «Art. 100. En cada zona de concentracién

(21) RTC\1998\150.
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parcelaria si es posible, y analizada su conveniencia, se constituird un Fondo
de Tierras que se formard, en lo posible, con las siguientes aportaciones:
...b) Fincas de propietarios desconocidos que se adjudiquen a la Comunidad
Auténoma de acuerdo con lo establecido en el art. 66».

Naturalmente entendia la Abogacia del Estado que estdbamos ante una
atribucién de bienes vacantes a la Comunidad Auténoma que vulneraba la
doctrina competencial de la anterior Sentencia 58/1982, mientras que la
argumentacién de la Comunidad descansaba igualmente sobre la citada sen-
tencia, manteniendo que su tenor literal no impedia la atribucién de los bienes
a las Comunidades, y que la concentracién parcelaria en la que se detecta la
existencia de dichos bienes es de competencia autonémica.

La decisién del Tribunal se basa en la anterior Sentencia de 1982, repro-
duciendo gran parte de su argumentacién. Comienza apoyéndose en la idea
de soberania (y competencia) estatal, de que se trata en suma de una deci-
sién estatal y no autondmica, y ademds ya tomada, al decir: «Si bien la STC
58/1982 dejé abierta la posibilidad de que los bienes vacantes pudieran ser
atribuidos a «entes distintos de la Administracién Central», también se dijo
en ella que «sélo el érgano que puede decidir en nombre de todo el Estado
y no de una de sus partes puede modificar tal atribucién»». Pero inmediata-
mente a continuacién opta por la justificacién en la distribucién competencial
de la Constitucién y su art. 149.1.8%, aprovechando que la Comunidad de
Castilla-Ledn no es de las forales: «Lo dicho tiene su fundamento, como sefala
correctamente el Abogado del Estado, en la naturaleza civil de la norma que
pueda regular el régimen juridico en general y el destino, en particular, de
los llamados bienes vacantes, sin duefio o mostrencos. Habida cuenta de que
la competencia en dicha materia corresponde al Estado, «sin perjuicio de la
conservacién, modificacién y desarrollo por las Comunidades Auténomas de
los derechos civiles, forales o especiales, alli donde existan» (art. 149.1.8 CE),
deberd ser una ley estatal quien realice tal atribucién, pues en caso contrario
la legislacién de las Comunidades Auténomas que se atribuyera dichos bienes
dejaria vacia de contenido en este punto concreto la competencia del Estado.
Por ello, procede declarar inconstitucionales el art. 66.1,3 y 4 'y, por conexién,
y el art. 100 b). El argumento, aqui, es correcto. No lo seria en relacién a
otras Comunidades que si cuentan con este Derecho especial, con lo que esta
argumentacién deja abierta la via para la atribucién de estos inmuebles por
las Comunidades forales, pues expresamente afirma la «naturaleza civil» del
tema. Sin embargo el argumento primero (el de que es materia conexa con
la soberania y debe ser un érgano soberano —nacional, no autonémico— el
que decida) sigue valiendo porque, como vamos a ver, si existe una regulacién
estatal en la LPAP.
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2. La regulacién nacional

Tratando de las (relativas) novedades de la Ley Patrimonio de las Admi-
nistraciones Piblicas de 2003, se hace también preciso mencionar en este
punto la asignacién de fincas al Estado en procedimientos de concentracién
parcelaria que hace el articulo 49 de la misma, al sefalar: No serd necesario
tramitar el procedimiento de investigacién cuando con motivo de concentracio-
nes parcelarias se asignen a la Administracién General del Estado fincas de
reemplazo carentes de titular. —El acto o acuerdo de asignacién constituird titulo
suficiente para la toma de posesién e inscripcién de las mismas a favor de la
Administracién. Ahora bien, resulta evidente que estas fincas son —ya— del
Estado porque ya lo eran las de procedencia a las que sustituyen, habiendo
sido adquiridas en cuanto que mostrencas. No estamos por tanto ante una
adquisicién distinta sino que el procedimiento de concentracién parcelaria suple
al de investigacién para la deteccién de dichas fincas como vacantes. Esta
regulacién proviene del art. 205 de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario,
y lo en ella previsto deberia ampliarse a ofros procedimientos de la misma
naturaleza pero de finalidad urbanizadora: si en el proceso urbanizador se
detecta la presencia de fincas sin duefio, la solucién tiene que ser la misma
pues la atribucién de los mostrencos al Estado depende exclusivamente de su
situacién de vacancia de propiedad, con independencia de su calificacién de
bienes risticos o urbanos.

En este sentido, destaca ALONSO MAs (22) la prevencién prevista en el
art. 190.1 de esta LPAP que confirma la solucién anterior, al ocuparse de la
Ejecucién del planeamiento y decir que Los notarios no podrdn autorizar el
otorgamiento de escrituras publicas de constitucién de juntas de compensacidn
u ofras entidades urbanisticas colaboradoras sin que previamente los otorgantes
justifiquen ante ellos que la totalidad de la superficie incluida en la unidad
de ejecucién ha sido plenamente identificada, en cuanto a la titularidad de
las fincas que la componen, o que la Delegacién de Economia y Hacienda
correspondiente ha sido notificada fehacientemente de la existencia de terre-
nos de titularidad desconocida o no acreditada. Se considerard identificada
la titularidad respecto a las fincas calificadas como litigiosas, siempre que se
aporten titulos justificativos del dominio.

La Lley se completa con su Reglamento, de la Ley del Patrimonio de las
Administraciones Pdblicas (23), aprobado por Real Decreto 1373/2009, de

(22) ALONSO MAs, M. José, «Adquisicién de bienes y derechos», en El régimen juridico
general del Patrimonio de las AAPP. Comentarios a la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, dir. J. F.
Mestre Delgado, El Consultor, Madrid, 2004, p. 282.

(23) RCL 2009\1793.
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28 agosto, cuya Disposicién Derogatoria Gnica deja sin vigor: «a) El Decreto
3588/1964, de 5 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento para
la aplicacién de la Ley del Patrimonio del Estado». No obstante, este nuevo
Reglamento no introduce modificaciones en el planteamiento de la cuestién tal
y como ha sido examinada, completando algunos extremos, asi por ejemplo en
cuando a las adjudicaciones consiguientes a procedimientos de concentracién
parcelaria, la Disposicién adicional segunda (24).

3. La regulacién aragonesa

Semejante a lo que disponia el articulo 66 de la Ley de Concentracién
parcelaria de Castilla-Ledn es lo que nos dice la actual Ley de Patrimonio
aragonesa de 2011 en su Disposicién adicional Sexta: Fincas de desconoci-
dos procedentes de procesos de concentracién parcelaria. 1. Las fincas que
reemplacen a las parcelas cuyo duefio no fuese conocido durante un proceso
de concentracién parcelaria se incluirdn también en el acta de reorganizacién
de la concentracién parcelaria, haciéndose constar aquella circunstancia y
consignando, en su caso, las situaciones posesorias existentes. Tales fincas,
sin embargo, no serdn inscritas en el Registro de la Propiedad mientras no
aparezca su duefio o fuese procedente inscribirlas a nombre de la Comunidad
Auténoma... (25). Lo importante es la atribucién que hace el n° 4 de esta
Disposicién: 4. Los bienes indicados en el apartado anterior se adscribirdn al
patrimonio agrario de la Comunidad Auténoma, previo el correspondiente pro-

(24) Concentracién parcelaria. Para la toma de posesién e inscripcién de las fincas proce-
dentes de concentraciones parcelarias en las que se asignen a la Administracién General del Estado
fincas de reemplazo de otras carentes de titular, una vez cumplido el plazo de cinco afios desde
la suscripcién del acta de protocolizacién de reordenacién de la propiedad, previsto en la ley de
Reforma y Desarrollo Agrario, aprobada por el Decreto 118/1973, de 12 de enero, la Unidad de
Patrimonio de la Delegacién de Economia y Hacienda correspondiente procederd a la identificacién
de la finca y a la comprobacién de su situacién posesoria. -Si de estas actuaciones no se dedujera
obstdculo alguno, el Delegado de Economia y Hacienda acordard la incorporacién al patrimonio de
la Administracién General del Estado de la finca, su inscripcién en el Registro de la Propiedad y su
incorporacién al Catastro y al Inventario General de Bienes y Derechos del Estado...

(25) Sigue el precepto: 2. El departamento competente en materia de concentracién par-
celaria esté facultado, dentro de los cinco afios siguientes a la fecha del acta, para reconocer el
dominio de estas fincas a favor de quien lo acredite suficientemente y para ordenar en tal caso
que se protocolicen las correspondientes rectificaciones del acta de reorganizacién, de las cuales
el notario expedird copia a efecto de su inscripcidn en el Registro de la Propiedad con sujecién al
mismo régimen del acta.

3. Transcurridos los cinco afios a que se refiere el apartado anterior, el departamento competente
en materia de concentracién parcelaria remitird al que lo sea en materia de patrimonio agrario una
relacién de los bienes cuyo duefio no hubiese aparecido, con mencién de las situaciones posesorias
que figuren en el acta de reorganizacién...
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cedimiento, en el que se dard publicidad a la correspondiente propuesta en el
Boletin Oficial de Aragén y en el ayuntamiento en cuyo término municipal estén
ubicadas las fincas. Ademds, y segin el siguiente pdrrafo, 5. El departamento
competente en materia de concentracién parcelaria queda facultado hasta que
se produzca la atribucién prevista en el apartado anterior para ceder el uso
en precario al ayuntamiento que corresponda, a la entidad local menor o a la
comunidad de regantes, el cultivo o el uso de las fincas sin duefio.

Estamos por lo tanto ante una norma atributiva ex lege de la propiedad de
inmuebles vacantes, vacancia detectada en un procedimiento de concentracién
parcelaria, que deberian corresponder en principio a la Administracién estatal
y no a la autonémica, en virtud de lo sefialado en el art. 17 LPAP, y que la
norma aragonesa atribuye a la Comunidad Auténoma. Se incurre por tanto
en el mismo posible vicio de inconstitucionalidad de la Ley de Concentracién
parcelaria castellano-leonesa declarado por la sentencia del Tribunal Constitu-

cional nim. 150/1998 de 2 julio.

Otro tipo de inmuebles en la Ley de Patrimonio aragonesa que pueden
plantear dudas son los sobrantes de procedimiento de deslinde del articulo 79
(1. Los terrenos sobrantes de los deslindes de inmuebles de dominio publico del
patrimonio de Aragén podrdn desafectarse en la forma prevista en el Capitulo |
del Titulo IV de esta ley...). Es necesario concretar estos «sobrantes», a los que
antes me he referido, y que en principio parecen restos de fincas de dominio
pUblico que, deslindadas de la finca principal, siguen siendo de titularidad
pUblica, de ahi la posibilidad de desafectacién. Si por contra entendemos que
el deslinde separa lo propio de lo ajeno, entonces estos sobrantes no son de
titularidad publica y si lo que ocurre es que no se sabe quién es su duefio,
en este caso son mostrencos, y si aplicamos la misma idea prevista para la
concentracién parcelaria, entonces se atribuyen a la Comunidad Auténoma.
Encontramos una solucién parecida en la Ley Foral de Patrimonio de Navarra,
Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, cuyo articulo 56, referido a la potestad
de deslinde, comienza diciendo: 1. La Administracién de la Comunidad Foral
podrd deslindar los bienes inmuebles de dominio pdblico o patrimoniales cuyos
limites no fueran precisos o sobre los que existan indicios de usurpacién, con
audiencia de los interesados. Lo interesante aparece en el nimero 8°: Los
terrenos sobrantes de los deslindes de bienes de dominio pdblico se integra-
rén, previa desafectacién, en el dominio privado de la Comunidad Foral.
A tal efecto, el Departamento competente en materia de patrimonio podrd
instar de los Departamentos u Organismos publicos competentes el deslinde
de los bienes inmuebles a efectos de determinar con precisién la extensién de
éstos y la eventual existencia de terrenos sobrantes. Aqui se pueden hacer las
mismas consideraciones que las expuestas supra, pero lo que hay que hacer
notar es que este articulo 56 no ha sido impugnado en el antes citado recurso
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de inconstitucionalidad, lo que apoya la interpretacién de que nos movemos
en el dmbito de bienes que contintan siendo de titularidad pdblica, y no de
mostrencos carentes de duefio.

IV. LAS CUENTAS Y DEPOSITOS ABANDONADOS

Nos sefiala MOREU BALLONGA (26) cémo esta materia ha sido objeto, ya
desde antiguo, de regulacién especial, a partir de una Ley de 7 de julio de
1911, cuyo articulo 1 sefialaba: Se declaran bienes abandonados por su
duefio, y como tales pertenecientes al Estado, acorddndose administrativa-
mente su ingreso en el Tesoro piblico, los efectos en metdlico que se hallen
constituidos en depdsito, tanto voluntario como necesario, en la Caja General
de Depésitos, siempre que hubieran transcurrido o franscurran mds de ftreinta
afios desde la fecha de su constitucién y no se hubiere cobrado en ese tiempo
ningun vencimiento de los intereses devengados, ni para el cobro del capital
se hubiese hecho gestién alguna por los interesados ni causahabientes.-Los
depésitos que no devenguen interés se declaran en igual caso, siempre que
sus duefios dejen transcurrir treinta afios sin haber reclamado la devolucién ni
practicado gestién alguna para renovacién del resguardo o para ofro objeto
que implique el ejercicio de su derecho de propiedad... Se cita igualmente el
Real Decreto-ley del Ministerio de Hacienda de 24 de enero de 1928. Recoge
igualmente el autor la idea de DiEzPicazo de que la legislacién especial de
depésitos abandonados es manifestacién residual de la idea de dominio emi-
nente del Estado, y que dicha legislacién no fue sino una especificacién y
desarrollo de la regla general del articulo 3 de la Ley de Mostrencos, hasta
que el precepto especifico fue derogado en cuanto a los bienes muebles por
la Ley de Patrimonio del Estado de 1964. Estamos por tanto ante bienes que,
habiendo tenido duefio, ahora se reputan abandonados. Posteriormente resulta
de interés lo previsto en el articulo art. 29.2 de la Ley General Presupuestaria
de 1988, que a su vez reproduce el mismo precepto de la Ley General Pre-
supuestaria de 4 de enero de 1977: «Son bienes abandonados por su titular,
y, como tales, pertenecientes al Estado, los valores, dinero y demds bienes
muebles constituidos en depdsito, voluntario o necesario, en toda clase de
Sociedades de crédito o Entidades financieras, respecto de los cuales, y en el
plazo de veinte afios, no se haya practicado gestién alguna por los interesados
que impliquen el ejercicio de su derecho de propiedad. Este mismo régimen
es aplicable a los saldos de cuentas corrientes abiertas en los referidos esta-
blecimientos o Entidades».

(26) MOREU BALLONGA, Sentencia de 21 de marzo de 2000, Cuadernos Civitas de jurispru-
dencia civil, N° 54, 2000, pp. 1029-1076, p. 1052.
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Con bastante posterioridad, ya aprobada la Ley del Patrimonio de las
Administraciones Piblicas (en adelante LPAP) de 2003, juzgdndose la cons-
titucionalidad del art. 29.2 LGP en cuanto a la atribucién de los saldos de
depésitos y cuentas corrientes inactivas por mds de veinte afios, el Tribunal
Constitucional, en concreto en la STC 204/2004, de 18 noviembre (27), tiene
ocasién de hacer unas valoraciones acerca de las adquisiciones de bienes
vacantes por el Estado, sefialando: «El Estado, en cuanto bienes abandona-
dos por sus titulares, esto es, en cuanto bienes nullius, los adquiere en este
caso por atribucién de la Ley, modo especifico de adquirir bienes y derechos
por el Estado previsto en la derogada Ley del patrimonio del Estado (art. 19
Decreto 1022/1964, de 15 de abril, por el que se aprueba el texto articu-
lado de la Ley de bases del patrimonio del Estado) y contemplado hoy con
cardcter general para las Administraciones publicas en la Ley 33/2003, de 3
de noviembre, del patrimonio de las Administraciones pdblicas (art. 15). De
forma que esta regla atributiva, expresamente establecida por el legislador,
constituye una excepcién al régimen general dispuesto en el Cédigo Civil de
adquirir la propiedad de los bienes muebles por ocupacién (art. 610 CC).
Ha de resaltarse, en este sentido, que la regla atributiva en favor del Estado
que se recoge en el precepto cuestionado es la plasmacién de una especifica
y determinada opcién del legislador, quien pudo, por tanto, haber previsto
otra consecuencia juridica a la declaracién de abandono por su titular de los
bienes a los que se refiere el precepto».

Aqui la cuestién de inconstitucionalidad trae causa del recurso de apela-
cién nim. 828/93 promovido por el Abogado del Estado contra la Sentencia
del Juzgado de Primera Instancia nim. 7 de Barcelona, de 4 de septiembre
de 1993, recaida en los autos del juicio declarativo de menor cuantia nim.
1495/92, que desestimé la demanda interpuesta por aquél contra la Caja de
Pensiones para la Vejez y de Ahorros de Catalufia y Baleares (Caixa) y absolvié
a esta entidad de la pretensién actora de que, con base en el art. 29.2 de la Ley
general presupuestaria de 4 de enero de 1977, se declarase la obligacién de
la demandada de entregar al Estado los depésitos abandonados durante veinte
afios. Estos saldos son, segun la ley vigente, del Estado, como nos dice hoy el
articulo 18 de la actual Ley del Patrimonio de las Administraciones Piblicas de
2003: Saldos y depésitos abandonados. 1. Corresponden a la Administracién
General del Estado los valores, dinero y demds bienes muebles depositados
en la Caja General de Depésitos y en entidades de crédito, sociedades o
agencias de valores o cualesquiera otras entidades financieras, asi como los
saldos de cuentas corrientes, libretas de ahorro u otros instrumentos similares
abiertos en estos establecimientos, respecto de los cuales no se haya practicado

(27) RTC\2004\204.
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gestién alguna por los interesados que implique el ejercicio de su derecho de
propiedad en el plazo de veinte afios. -2. La gestién, administracién y explo-
tacién de estos bienes corresponderd al Ministerio de Hacienda a través de la
Direccién General del Patrimonio del Estado... 3. Las entidades depositarias
estardn obligadas a comunicar al Ministerio de Hacienda la existencia de
tales depésitos... —4. El Banco de Esparia, en sus actuaciones de inspeccidn,
comprobard el efectivo cumplimiento de esta obligacién...

Esta regulacién se completa con lo previsto en el reciente Reglamento de la
Ley del Patrimonio de las Administraciones Piblicas, Real Decreto 1373/2009,
de 28 de agosto, en su articulo 21: «Gestién y Administracién. 1. Los saldos
y depésitos abandonados que, de conformidad con el articulo 18.1 de la
Ley, corresponden a la Administracién General del Estado, se gestionardn por
la Direccién General del Patrimonio del Estado, previo cumplimiento de los
trémites que por orden del Ministro de Economia y Hacienda se sefialen para
la observancia, por las entidades depositarias, de los deberes de notificacién
previa a los titulares afectados y de comunicacién de la existencia de tales
depésitos y saldos. —2. Corresponderd a la Direccién General del Patrimonio
del Estado dictar la resolucién por la que se declaren incursos en abandono e
incorporados al Patrimonio de la Administracién General del Estado los saldos
y depésitos abandonados, y determinar el destino de los mismos...».

Comentando una sentencia del TS. de 21 de marzo de 2000 (que resolvié
igualmente a favor del Estado y en contra de la Caja de Ahorros de Asturias),
dird Bercoviiz RODRIGUEZ-CANO (28) que se aplica el precepto especial que
antes de la Ley de 2003 se ocupaba del asunto, en concreto el ya citado art.
29.2 de la Ley General Presupuestaria, afiadiendo: «Nos encontramos ante una
atribucién legal de bienes y derechos al Estado, acorde con los articulos 609
del Cédigo Civil y 19 de la Ley de Patrimonio del Estado, basada en la exis-
tencia de un abandono de dichos bienes y derechos por parte de sus titulares.
Cabe cuestionar esa atribucién de bienes abandonados o vacantes, tanto para
bienes muebles (como es el caso) como para bienes inmuebles (articulo 21 de
la Ley de Patrimonio del Estado), cuando la misma no viene respaldada por
ocupacién alguna y se hace prevalecer sobre situaciones posesorias pacificas
de sujetos privados». Conviene no obstante advertir que la posesién pacifica
aqui la lleva a cabo una entidad financiera que antes era depositaria, y que
poco trabajo se ha tomado en adquirir dicha posesién. En realidad la pose-
sién que se esgrime por parte de las entidades bancarias, no siendo a titulo
de duefio sino de depositario, no puede prevalecer frente a la reclamacién
dominical: lo esencial es decidir quién tiene, no quién posee.

(28) Bercovitz RODRIGUEZ-CANO, Rodrigo, «Bienes abandonados y patrimonio del Estado»,
Aranzadi Civil - Tribuna, 2000 - |, pp. 1833-1835.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
36 ISSN 1133-4797, néms. 39-40, Zaragoza, 2012, pp. 11-47



BIENES SIN DUENO: MOSTRENCOS Y ABINTESTATOS EN LA NUEVA LEY DE PATRIMONIO ARAGONESA....

El interés de este supuesto estd no en la apropiacién que hacen Bancos y
Caijas, sino en que ha sido reclamado por las Administraciones autonémicas
(no por la aragonesa, sin embargo) como beneficiarias de la adquisicién de
estas cuentas y depésitos abandonados y por tanto vacantes, sin duefio, como
sefialaba MOREU BALLONGA (29), infento que no tuvo éxito por la aplicacién de
la doctrina del Tribunal Constitucional, en particular la de la citada sentencia
58/1982 de 27 de julio. Ahora bien, como se ha examinado, si se argumenta
en base a dicha doctrina constitucional, la decisién se toma exclusivamente
en base a argumentos histérico-politicos, siendo el Gnico concepto relevante el
de determinar la sede del poder politico y la detentacién de la soberania, lo
que decidird quién es el atributario de los bienes vacantes. Por estas mismas
razones, esta atribucién puede cambiar, y de hecho ya hemos visto cémo la
Ley Foral de Patrimonio de Navarra de 2007 en su articulo 16 reclama los
saldos y depésitos abandonados afirmando que «Pertenecen a la Comunidad
Foral de Navarra, por ministerio de esta Ley Foral, los valores, dinero y demds
bienes muebles depositados en la Caja General de Depésitos y en entidades
de crédito, sociedades o agencias de valores o cualesquiera otras entidades
financieras sitas en Navarra, asi como los saldos de cuentas corrientes, libretas
de ahorro u ofros instrumentos similares abiertos en estos establecimientos que
se encuentren abandonados...».

En favor de la atribucién estatal afiade MOREU BALLONGA (30): «Ya se ve
que, aunque formulado sélo para los mostrencos inmuebles, este argumento
tan genérico de la Soberania del Estado alcanza también evidentemente a
los mostrencos muebles y, por tanto, también a los depésitos abandonados,
si se acepta la tesis aqui propuesta de que la normativa sobre los mismos de
1928 recondujo en realidad esta figura a la vieja nocién tradicional de los
mostrencos. Y por la misma razén parece defendible que el argumento del
Tribunal Constitucional pudiera hacerse extensible a los derechos del Estado
sobre hallazgos histérico-artisticos (arts. 40 y sigs. De la Ley de 25 de junio
de 1985); sobre pecios de barcos hundidos (arts. 19 y sigs. de la Ley de 24
de diciembre de 1962); sobre aeronaves siniestradas y abandonadas (arts.
137 Y sigs. de la Ley de 21 de julio de 1960); sobre sobrantes de las subas-
tas realizadas en los Montes de Piedad (art. 46 del Decreto de 12 de junio
de 1909); sobre cosas arrebatadas por la policia a los ladrones (arts. 4 y 5
del Decreto de 15 de octubre de 1976); etc.». No obstante, algunos de esto
dmbitos ya han sido ocupados por la Administracién autonémica.

(29) MoREU BALLONGA, Sentencia de 21 de marzo de 2000, cit., pp. 1029-1076.
(30) MOREU BALLONGA, Sentencia de 21 de marzo de 2000, cit., p. 1061.
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V. LA SUCESION LEGAL A FAVOR DE LA COMUNIDAD AUTO-
NOMA

1. Antecedentes histéricos y regulacion actual

Los precedentes de la sucesién intestada a favor de la Administracién
ya han sido mencionados al tratar de los mostrencos, y se encuentran en el
Derecho castellano de la Novisima Recopilacién, en la Ley de Mostrencos de
1835 (los antes denominados abintestatos, en su articulo 2°: Corresponden
al Estado los bienes de los que mueran & hayan muerto intestados sin dejar
personas capaces de sucederles con arreglo & las leyes vigentes ...) y en el
Cédigo civil de 1889 (articulos 956: A falta de personas que tengan derecho
a heredar conforme a lo dispuesto en las precedentes Secciones, heredard el
Estado, quien asignard una tercera parte de la herencia a Instituciones munici-
pales del domicilio del difunto...; y 957 (31), que precisa que ...se entenderd
siempre aceptada la herencia a beneficio de inventario, sin necesidad de
declaracién alguna sobre ello).

En Derecho aragonés se encuentra alguna norma en la Observancia De
ludaeis et Sarracenis (32): 1. Si aliquid Sarraceni sint in villa alicuius Baronis,
et aliqui ex ipsis decesserint sine filiis, potest Baro vel ipse Infantio, occupare
omnia bona, et ipse debet habere omnia bona illa. Conforme a la cual los
bienes de judios y sarracenos muertos sin hijos correspondian al Barén o
Infanzén de la villa, quien podia ocupar todos los dichos bienes. MARTINEZ
MARTINEZ (33) cita ofros antecedentes, asi en el Repertorio de MoLINO «...los
antiguos foristas decian que el Bayle General y sus lugartenientes tenian, entre
otras, la misién de tomar posesién de los bienes de los mercaderes y otros
extrafios que fallecian en el Reino de Aragén, con la obligacién de tenerlos a

(31) Ambos preceptos reformados por Decreto ley de 13 enero 1928. Art. 956: A falta
de personas que tengan derecho a heredar conforme a lo dispuesto en las precedentes Secciones,
heredard el Estado, quien asignard una tercera parte de la herencia a Instituciones municipales del
domicilio del difunto, de Beneficencia, Instruccién, Accién social o profesionales, sean de cardcter
publico o privado; y ofra tercera parte, a Instituciones provinciales de los mismos caracteres, de la
provincia del finado, prefiriendo, tanto entre unas como entre otras, aquellas a las que el causante
haya pertenecido por su profesién y haya consagrado su méxima actividad, aunque sean de cardcter
general. la ofra tercera parte se destinaré a la Caja de Amortizacién de la Deuda publica, salvo
que, por la naturaleza de los bienes heredados, el Consejo de Ministros acuerde darles, total o par-
cialmente, otra aplicacién; art. 957: Los derechos y obligaciones del Estado, asi como a quienes se
asignen las dos terceras partes de los bienes, en el caso del articulo 956 , serdn los mismos que los
de los demds herederos, pero se entenderd siempre aceptada la herencia a beneficio de inventario,
sin necesidad de declaracién alguna sobre ello, a los efectos que enumera el articulo 1023.

(32) SAVALL Y PENEN, Fueros, Observancias y Actos de Corte del Reino de Aragén, Zaragoza,
1866, Tomo I, p. 52.

(33) MARTINEZ MARTINEZ, Maria, La sucesién legal en el Derecho civil aragonés, El Justicia de
Aragén, Zaragoza, 2000, vol. 1°, p. 308 y ss.
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disposicién de los parientes que podian reclamarlos durante un afio y dia ...
Unos afios mds tarde, PORTOLES recoge estas citas de MOLNO y afirma que el
derecho del Rey a recibir los bienes del finado sin parientes fue reconocido
en la Curia del Justicia de Aragén el 7 de mayo de 1584. Segin relata, el
bayle tomaba posesién de los bienes y después de un afo y dia sin que nin-
gun pariente los reclamase, debia acudir al Justicia mediante su Procurador
fiscal para que fuesen declarados de su propiedad». En concreto, lo que
PorTOLES (34) nos dice, sobre DEL MOLINO, que son por tanto los bienes del
extranjero (exfraneus) los que recoge el Bayle General y guarda durante un
afio a la espera que surja un sucesor legitimo.

Como vemos las referencias a los abintestatos se cifien a los no arago-
neses. La razén de esta peculiaridad estriba posiblemente en lo raro de dicha
posibilidad de fallecimiento intestado de aragonés sin parientes con derecho
a suceder ab intestato, porque este parentesco se extiende por lo menos hasta
el décimo grado: los extranjeros no es que tuviesen menos parientes, es que
éstos no estarian presentes para reclamar (lo dird XIMENEZ DE ARAGUES). Judios
y sarracenos, ya se ha expuesto la norma discriminatoria del Fuero que les
afecta. Pero la norma se extiende a los regnicolas, pues no impide que, si no
hay siquiera estos lejanisimos parientes, suceda el Rey en el abintestato del
aragonés sin familia, como sefialaba XIMENEZ DE ARAGUES (en 1630) y recoge
la citada autora: «Decia que el Rey en Aragén tenia derecho a la sucesién
intestada de los fallecidos sin parientes y sin testamento tanto extranjeros como
aragoneses. Recoge la sentencia del Justicia que trae PORTOLES y cita ofra en el
mismo sentido de 5 de mayo de 1611. Afirma que era costumbre aplicar la
tercera parte de la herencia asi recibida por el alma del difunto en obras pias
segln resolucién de la Junta de Patrimonio de 22 de mayo de 1597 y recoge
la referencia del Hospital Real de Zaragoza frente al fisco en la sucesién de
los fallecidos en él».

El sistema se sigue aplicando (con las pertinentes adaptaciones) tras los
Decretos de Nueva Planta, llegdndose a afirmar por foralistas del s. XIX que
no habia limitacién de grado en el llamamiento intestado, por lo que, tras la
Ley de Mostrencos de 1835, sélo sucedia el Estado en completa ausencia de
parientes. Esto fue combatido por los juristas de Derecho comin, pues con
el Cédigo civil los llamamientos intestados se reducen al 6° grado, y tras los
parientes sucede el Estado.

(34) PorTOLES, Jerdnimo, Scholia sive adnotationes ad repertorium Michaelis Molini, super
Foris et Observantiis Regni Aragonum. Primera parte, Zaragoza : Laurentii & Didaci Robles fratum,
1587. Fol. 273: «Molinus hoc loco afferit, quod si in hoc Regno aliquis extraneus sine haerede ab
intestato decedat, Baiulus Generalis nomine domini Regis ipsa bona suscipere debet, et si infra annum
appar(a)verit aliquis ilius defuncti successor legitimus, bona ipsa illi restituendus sunt, sed elapso anno
Fisco domini Regis applicata existunt».
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El Apéndice aragonés de 1925 recoge la norma sucesoria ab infestato
propia, sin limitacién de grado para los bienes troncales conforme al articulo
39 (35), si bien para los bienes no familiares el articulo 40 (36) remite al
Cédigo civil, limitando por tanto los llamamientos al sexto grado (al cuarto, a
partir de la reforma del Cédigo de 1928). Recoge igualmente la especialidad
de la sucesidn del Hospital de Nuestra Sefiora de Gracia, en el articulo 42:
No obstante lo dispuesto en los precedentes articulos, subsistird a favor del
Hospital de Nuestra Sefora de Gracia o Provincial de Zaragoza la facultad
que le fue concedida por acto de Cortes de 1626, de suceder abintestato en
toda clase de bienes muebles o inmuebles que no estén sujetos a recobro o
reversién, a los enfermos y a los dementes que fallezcan en el establecimiento o
en las casas de alienados que de él dependen, cuando no dejen descendientes,
hermanos ni otros parientes colaterales dentro del cuarto grado.

La Compilacién de 1967 en su redaccién originaria recoge la regla
tradicional en cuanto a los bienes troncales en el articulo 133: Tratdndose
de bienes troncales de abolorio...sucederén por su mismo orden los llamados
en el articulo anterior, aunque sin limitacién de grado; y en cuanto a los no
troncales remite al Cédigo en el art. 135: La sucesién en los bienes que no
tengan la condicién de troncales, o en estos mismos cuando no hubiera here-
dero troncal, se deferiré con arreglo al Cédigo civil, salvo lo que dispone el
articulo siguiente. Este es el art. 136, que recoge el Privilegio del Hospital de
Nuestra Sefiora de Gracia: En los supuestos del articulo anterior, el Hospital

(35) Articulo treinta y nueve. Aparte de los recobros que los precedentes articulos regulan,
en la sucesién intestada del que no deja descendencia legitima, por lo tocante a bienes adquiridos
sin condicién de reversién o llamamiento a titulo de herencia, legado o donacién, que provengan de
cualquier ascendiente o de ofro pariente hasta el sexto grado, se guardardn las siguientes reglas:

1°. Los hermanos germanos o de doble vinculo, sin distincién de sexo, recibirdn, siempre que
sucedan solos, la totalidad de los mencionados bienes, sean éstos de la clase que sean.

2° Cuando concurran hermanos de distintos matrimonios, recaerd en los que sean de parte del
padre el caudal de procedencia paterna, y en los de parte de la madre, el caudal de procedencia
materna.

Los concurrentes que sean hermanos germanos o de doble vinculo participardn con los consan-
guineos o con los uterinos, respectivamente, en lo que provenga del comin padre o madre.

En los bienes del caudal hereditario que no sean de procedencia paterna ni de la materna, y
por tal motivo no resultan asignados, segin la presente regla, se suceder del modo que la siguiente
ordena.

3°. Estos bienes ultimamente mencionados, aunque existan hermanos del finado, y también la
totalidad de la herencia cuando no haya hermanos, recaerdn en los colaterales que tengan par-
entesco mds préximo con el causante de la sucesién por la linea de la persona de quien el causante
mismo hubo los bienes...

(36) Articulo cuarenta. Por lo tocante a bienes que el causante haya adquirido de parientes
mds lejanos del sexto grado o de extrafios, asi como a bienes de procedencia desconocida o gran-
jeados por el causante mismo, la sucesién intestada se deferird con arreglo a las comunes normas

del Cédigo Civil.

Revista Aragonesa de Administracién Piblica
40 ISSN 1133-4797, néms. 39-40, Zaragoza, 2012, pp. 11-47



BIENES SIN DUENO: MOSTRENCOS Y ABINTESTATOS EN LA NUEVA LEY DE PATRIMONIO ARAGONESA....

de Nuestra Sefiora de Gracia o Provincial de Zaragoza heredard abintestato a
los enfermos que fallezcan en él, o en establecimientos dependientes, sin dejar
cényuge ni parientes en linea recta o colateral hasta el cuarto grado.

Tras la reforma de 1995 se introduce en la Compilacién una norma por
la que la Comunidad Auténoma ocupa el lugar del Estado en la sucesién
intestada, en un nuevo art. 136: 1. En defecto de los parientes legalmente
llamados a la sucesién de quien fallezca intestado bajo vecindad civil arago-
nesa, sucederd la Comunidad Auténoma de Aragén. 2. Previa declaracién
de herederos, la Diputacién General de Aragdn destinard los bienes hereda-
dos o el producto de su enajenacién a establecimientos de asistencia social
de la Comunidad, con preferencia los radicados en el municipio aragonés
en donde el causante hubiera tenido su dltimo domicilio. Un articulo 136
bis refiere el Privilegio del Hospital de Nuestra Sefiora de Gracia: 1. En los
supuestos del articulo anterior, el Hospital de Nuestra Sefiora de Gracia o
Provincial de Zaragoza serd llamado, con preferencia, a la sucesién intestada
de los enfermos que fallezcan en él. -2. Previa declaracién de herederos,
la Diputacién Provincial de Zaragoza destinard los bienes heredados o el
producto de su enajenacién a la mejora de las instalaciones y condiciones
de asistencia del Hospital.

La posterior Ley 1/1999, de 24 de febrero, de Sucesiones por causa
de muerte, en su Titulo VII, De la sucesién legal, introduce como novedad
la limitacién al sexto grado en la sucesién troncal, articulo 211: Cuando
no haya lugar a la aplicacién de los articulos anteriores, la sucesién en los
bienes troncales se deferirg: 1.° A los hermanos ...3.° A los mds préximos
colaterales del causante hasta el cuarto grado, o hasta el sexto si se trata de
bienes troncales de abolorio... En la sucesién no troncal no se cambia el limite
al cuarto grado, ahora sin remisién al Cédigo civil: Articulo 219: Sucesién
a favor de ofros colaterales. 1. No habiendo hermanos ni hijos o nietos de
hermanos, la herencia se defiere a los demds parientes del causante en linea
colateral hasta el cuarto grado... A continuacién, en el Capitulo VI, referido
a la sucesién en defecto de parientes y cényuge, dedica el articulo 220 a la
sucesién a favor de la Comunidad Auténoma: 1. En defecto de las personas
legalmente llamadas a la sucesién conforme a las reglas anteriores, sucede
la Comunidad Auténoma. -2. Previa declaracién judicial de herederos, la
Diputacién General de Aragén destinard los bienes heredados o el producto
de su enajenacién a establecimientos de asistencia social de la Comunidad,
con preferencia los radicados en el municipio aragonés en donde el causante
hubiera tenido su dltimo domicilio. Y el articulo 221, al tradicional Privilegio del
Hospital de Nuestra Sefiora de Gracia: 1. En los supuestos del articulo anterior,
el Hospital de Nuestra Sefiora de Gracia serd llamado, con preferencia, a la
sucesién legal de los enfermos que fallezcan en él o en establecimientos depen-
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dientes. =2. Previa declaracién judicial de herederos, la Diputacién General
de Aragén destinard los bienes heredados o el producto de su enajenacién a
la mejora de las instalaciones y condiciones de asistencia del Hospital. Este
dltimo redactado conforme a la Ley 2/2003, de 12 de febrero, de régimen
econémico matrimonial y viudedad.

El Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Ara-
gén, aprueba, con el titulo de «Cédigo del Derecho Foral de Aragén, el
Texto Refundido de las Leyes civiles aragonesas, y en su Predmbulo (37) nos
dice: Se mantiene el llamamiento a favor de la Comunidad Auténoma en
defecto de toda otra persona llamada a la sucesidn, tal como determiné la
ley 4/1995, de 29 de marzo, asi como el llamado Privilegio del Hospital
de Nuestra Sefora de Gracia, en atencién a lo razonable de esta tradicién
secular. Luego, en su Libro I, Titulo VII, Capitulo VI, Sucesién en defecto
de parientes y cényuge, vemos los siguientes arts. 535, que trata de la
Sucesién a favor de la Comunidad Auténoma (1. En defecto de las personas
legalmente llamadas a la sucesién conforme a las reglas anteriores, sucede
la Comunidad Auténoma. -2. Previa declaracién judicial de herederos, la
Diputacién General de Aragén destinard los bienes heredados o el producto
de su enajenacidn a establecimientos de asistencia social de la Comunidad,
con preferencia los radicados en el municipio aragonés en donde el cau-
sante hubiera tenido su dltimo domicilio), y 536, que recoge el tradicional
Privilegio del Hospital de Nuestra Sefiora de Gracia (1. En los supuestos del
articulo anterior, el Hospital de Nuestra Sefiora de Gracia serd llamado,
con preferencia, a la sucesién legal de los enfermos que fallezcan en él o
en establecimientos dependientes. -2. Previa declaracién judicial de herede-
ros, la Diputacién General de Aragdn destinard los bienes heredados o el
producto de su enajenacién a la mejora de las instalaciones y condiciones
de asistencia del Hospital).

La Ley del Patrimonio de Aragén, ley 5/2011, de 10 de marzo, en
su articulo 20. 4 (La sucesién legal de la Administracién de la Comunidad
Auténoma se regird por la Lley de las Cortes de Aragén 1/1999, de 24 de
febrero, de Sucesiones por Causa de Muerte) remite a la Ley de 1999, vigente
en dicho instante, y cuya integracién en el Cédigo foral tiene lugar doce dias
mds tarde.

2. La justificacion de esta sucesion

Ya hemos visto con anterioridad cémo se han producido intentos de
atribucién por parte de algunas Comunidades auténomas —por ahora sin
éxito— de la propiedad de los inmuebles mostrencos, asi como la justificacién
del Tribunal Constitucional de la imposibilidad de esta atribucién. También
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tempranamente Catalufa dicté una norma por la que la Generalidad, como
érgano superior de la Comunidad Auténoma, pasaba a ocupar el puesto y
lugar del Estado en el orden de suceder ab intestato. Asi, la Ley de 20 de
marzo de 1984 del Parlamento de Catalufia sobre adopcién, integracién en el
ordenamiento juridico cataldn y modificacién de la Compilacién del Derecho
Civil de Cataluiia establecié que la Generalidad de Catalufia heredaria en
dltimo lugar en la sucesién intestada, en lugar del Estado (art. 248: Las refe-
rencias al Estado de los articulos 913, 956, 957 y 958 del Cédigo Civil se
entenderdn efectuadas a la Generalidad de Catalufia). El dato es importante
por la similitud existente entre los bienes atribuidos al Estado como «vacantes»
y los que adquiere como «heredero ab intestato», como se puso de relieve al
comienzo de este articulo: la herencia que no tiene herederos se nos presenta,
en sus componentes singulares, como un conjunto de bienes vacantes. En este
sentido, el Code civil francés establece en su articulo 539 que: «todos los
bienes vacantes y sin duefio, y los de las personas que fallecen sin herederos,
o cuando las sucesiones son abandonadas, pertenecen al dominio poblico».
Y pese a esta similitud, la atribucién autonémica de derechos sucesorios a
favor de la Autonomia no es declarada inconstitucional, como ocurrié con
los mostrencos, de hecho hemos visto cémo en Aragén se ha procedido de
igual modo.

Esta disparidad se explica porque nuestro Cédigo Civil no ha configurado
la sucesién del Estado como una manifestacién del dominio eminente vincu-
lada a la soberania (como ocurre en el Code civil), sino como un auténtico
derecho sucesorio (art. 957 del Cédigo Civil: «Los derechos y obligaciones
del Estado... serdn los mismos que los de los demds herederos»). Y la Ley del
Patrimonio del Estado de 1964, vigente en el momento de estas reformas,
diferenciaba claramente la atribucién de bienes vacantes al Estado (articulos
19, 21 y 22), de los derechos del mismo como heredero abintestato (art. 24
parrafo 2°: «La sucesién legitima del Estado seguird rigiéndose por el Cédigo
Civil y disposiciones complementarias»). Ello supondria que, mientras la adqui-
sicién de bienes vacantes por el Estado es un modo de adquirir vinculado al
concepto de soberania y situado en un plano distinto de la «legislacién civil»
del articulo 149.1.8° de la Constitucién y, por tanto, es una materia sobre
la que no podrian legislar ni tan siquiera las Comunidades Auténomas con
derecho foral (en la argumentacién primitiva, no en la posterior que hace el
Tribunal Constitucional), en cambio, la sucesién abintestato del Estado si seria
materia propia de dicha «legislacién civil» y por tanto podria, eventualmente,
ser objeto de «conservacién, modificacién o desarrollo» por las Comunidades
Auténomas forales.
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3. Sucesion a favor de la Comunidad Auténoma de Aragén

Sefiala MARTINEZ MARTINEZ (37) la lineas generales de esta sucesién. El
actual art. 535 del Cédigo foral, como antes el 220 de la Ley de Sucesiones,
llama en ¢ltimo lugar, a la sucesién del fallecido con vecindad civil aragonesa
y a falta de parientes dentro del cuarto grado de parentesco con el causante (o
del sexto si hay bienes troncales de abolorio) y de cényuge, a la Comunidad
Auténoma de Aragén: «Una cléusula de cierre de la sucesién legal que excluye
el llamamiento al Estado espafiol similar a la de otras Comunidades con derecho
civil propio». Efectivamente, esta asuncién del puesto ab intestato del Estado
se ha repetido en las Comunidades forales. Afiade este 535.2 que ...Previa
declaracién judicial de herederos, la Diputacién General de Aragén destinard
los bienes heredados o el producto de su enajenacién a establecimientos de
asistencia social de la Comunidad, con preferencia los radicados en el muni-
cipio aragonés en donde el causante hubiera tenido su dltimo domicilio.

A la regulacién resefiada hay que afadir el Decreto 191/2000, de 7
de noviembre, del Gobierno de Aragén, sobre regulacién de las actuaciones
administrativas en la sucesién legal a favor de la Comunidad Auténoma, y
en los casos de disposicién voluntaria a favor de personas indeterminadas
(B.O.A. n° 143, de 24 de noviembre de 2000), que crea la Junta Distribuidora
de Herencias de la Comunidad Auténoma de Aragén, como érgano compe-
tente para la distribucién del caudal relicto del que la Comunidad Auténoma
de Aragén haya sido declarada heredera intestada. A la Junta Distribuidora
de Herencias le compete designar los establecimientos de asistencia social de
la Comunidad Auténoma de Aragén a los que debe destinarse el patrimonio
heredado. La composicién de dicha Junta estd regulada en el articulo 14
de dicho Decreto, y modificada, por Decreto 26/2004, de 10 de febrero.
La reciente Ley de Patrimonio de 2011 sefiala en su articulo 21.4: Los que,
por razén de su cargo o empleo publico, tuvieren noticia de la existencia
de algin testamento u oferta de donacién a favor de la Administracién de
la Comunidad Auténoma estardn obligados a ponerlo en conocimiento del
departamento competente en materia de patrimonio. Si la disposicién fuese
a favor de un organismo publico, deberdn comunicarlo a éste. Falta, como
vemos, referencia a los abinfestatos, pero esto se remedia con la norma
reglamentaria.

En consonancia a estos derechos sucesorios, el Decreto 191/2000
sefiala que la iniciacién del procedimiento puede tener lugar (art. 3): 1°
De oficio. 2° En virtud de comunicacién de las autoridades y funcionarios

(37) MARTINEZ MARTINEZ, Maria, Manual de Derecho civil aragonés, El Justicia de Aragén,
Zaragoza, 2° edicién, 2006, p. 664.
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publicos. 3° Por denuncia de particulares. Por tanto, las autoridades y funcio-
narios de todas las Administraciones Piblicas que, por cualquier conducto,
tengan conocimiento del fallecimiento de alguna persona cuya sucesién legal
se pueda deferir en favor de la Comunidad Auténoma de Aragdn, estdn
obligados a dar cuenta del fallecimiento al Departamento de Economia,
Hacienda y Empleo. También los Jueces, Tribunales, y el Ministerio Fiscal
notificarén al Departamento de Economia, Hacienda y Empleo, la existencia
de procedimientos judiciales de abintestato, cuando conste la vecindad civil
aragonesa del causante y la inexistencia de parientes con derecho a sucederle
abintestato. Asimismo cualquier persona, que tenga noticia del fallecimiento
de alguien, de quien la Comunidad Auténoma de Aragén pudiera ser here-
dera intestada, podrd comunicarlo por escrito al Departamento de Economia,
Hacienda y Empleo, con derecho a percibir el porcentaje del 10% como
premio (arts. 4 y 5).

Destaca la doctrina que por si habia alguna duda, se reitera en la ley la
necesidad de previa declaracién judicial de herederos abintestato (art. 535.2
Cédigo foral, ya visto), sin que sea posible la declaracién notarial. Serd
posible la repudiacién de la herencia por parte de la Comunidad Auténoma,
en los mismos términos que se mantiene por buena parte de la doctrina para
el Estado, pero, opina MARTINEZ MARTINEZ (38), sin que esto implique que sea
llamado el Estado en su lugar. Como es regla general en Derecho aragonés,
la Comunidad Auténoma, como cualquier heredero en Aragén, tiene su res-
ponsabilidad limitada a las fuerzas de la herencia, conforme a los arts. 40 y
ss. de la Ley de Sucesiones, hoy art. 355 del Cédigo foral.

Por Gltimo, y en cuanto a la importancia econdémica de estas adquisiciones,
se anaden en nota algunos datos (39).

(38) MARTINEZ MARTINEZ, Maria, Manual de Derecho civil aragonés, El Justicia de Aragén,
Zaragoza, 2° edicién, 2006, p. 664.

(39) El Periédico de Aragén, 03/01/2009: «El Gobierno de Aragén ha distribuido entre
34 oenegés y entidades de cardcter asistencial casi un millén de euros que habia acumulado en los
Gltimos dos afios al recibir los legados de 24 personas que fallecieron sin haber declarado herederos
ni tener familiares de cuarto grado, es decir, que no tenian padres, hijos, hermanos, abuelos, sobrinos
ni primos. Los fondos han sido repartidos por la Junta de Distribucién de Herencias, el organismo
creado por el Gobierno de Aragén hace ocho afios para gestionar los llamados legados ab intestato.
Mas de la mitad de los 981.670 euros asignados, concretamente 503.078, provienen de dos de
esos 24 legados. Los fallecidos poseian un piso y un garaje en Zaragoza y una casa en Bujaraloz
que fueron enajenados por el Gobierno de Aragén mediante una subasta...».

En otra noticia leemos (El Periédico de Aragén, 07/12/2010 A. IBANEZ): «Mds de 30 colectivos
"heredan” 876.000 euros. La DGA reparte 24 legados de los afios 2009 y 2010 sin sucesores
conocidos.

Serdn 35 entidades con fines sociales las que se van a beneficiar de los 876.752 euros proce-
dentes de 24 herencias durante este afio y el pasado. En los préximos dias, el Boletin Oficial de
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4. Sucesion a favor del Hospital de Nuestra Seihora de Gracia

El Hospital de Nuestra Sefiora de Gracia hereda a los enfermos fallecidos
en él en los mismos supuestos establecidos para la sucesién de la Comunidad
Auténoma, como prevé el actual art. 536 del Cédigo foral: 1. En los supuestos
del articulo anterior, el Hospital de Nuestra Sefiora de Gracia serd llamado,
con preferencia, a la sucesién legal de los enfermos que fallezcan en él o en
establecimientos dependientes...

Se reproduce lo antes dicho en el art. 221 Lsuc. en la redaccién defi-
nitiva dada por la Lrem. de 2003, cuya disposicién final primera suprimié
del art. 202.2.2° Lsuc. los términos «provincial de Zaragoza» (referidos al
Hospital y que se ajustaban a la realidad cuando entra en vigor la Lsuc.
de 1999) y dio nueva redaccién al precepto para llamar a la Diputacién
General de Aragén, de quien depende en la actualidad el Hospital (hasta
entonces, era llamada la Diputacién Provincial de Zaragoza, organismo
del que dependia el Hospital, carente de personalidad juridica propia).
Puesto que de sucesién conforme a la ley aragonesa estamos hablando, el
enfermo fallecido en el Hospital habrd de tener vecindad civil aragonesa y
la declaracién de herederos abintestato, como expresamente sefiala el 536,
habrd de ser judicial.

Ya hemos visto en los antecedentes legislativos expuestos cémo esta tra-
dicional facultad del Hospital no ha dejado de estar en vigor en el Derecho
aragonés desde su concesién por Acto de Corte de 1626. Se recoge en el
Apéndice de 1925 y en la Compilacién de 1967, manteniéndose tras su
reforma de 1995. Luego la Ley de Sucesiones introdujo otra vez la sucesién
del Hospital respecto de enfermos fallecidos, en las condiciones legales, en
establecimientos dependientes del mismo, lo que se suprimié en la anterior
reforma y se repone en la Ley de 1999.

Sigue MARTINEZ MARTINEZ (40): «Es heredero el Hospital y, por carecer éste
de personalidad juridica, la Ley llama a la Diputacién General de Aragén,
organismo del que depende en la actualidad dicho Hospital. La Ley obliga
a que los bienes heredados o su producto si son enajenados, se destinen a
la mejora de las instalaciones y condiciones de asistencia del Hospital. Ante
una eventual repudiacién, serd llamada a suceder la Comunidad Auténoma
de Aragén. El Hospital heredard, como los demds herederos en Derecho

Aragén dard a conocer los colectivos que recibirdn el dinero y la proporcién del mismo, en funcién
de los proyectos presentados y la necesidad econémica que tengan. Asi lo decidié la pasada semana
la Junta Distribuidora de Herencias, que se reunié para acordar el reparto tras estudiar las 143
solicitudes presentadas por diversas asociaciones de beneficiencia o accién social...».

(40)  MARTINEZ MARTINEZ, Maria, Manual... cit., p. 665.
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aragonés, con limitada responsabilidad a las fuerzas de la herencia (art. 40
y ss. Lsuc.)». La actual regulacién mantiene también el destino de los bienes,
conforme al 536.2: Previa declaracién judicial de herederos, la Diputacién
General de Aragén destinard los bienes heredados o el producto de su
enajenacién a la mejora de las instalaciones y condiciones de asistencia
del Hospital.
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